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I. Se solicita informe razonado sobre la legalidad de la actuación de las autoridades 
españolas en relación con el buque Pobre Mitrofán, su carga y sus tripulantes.  
 
1. La competencia funcional de Guardia Civil. 
En primer lugar debemos comenzar el informe analizando la actuación de la Guardia 
Civil y su competencia para interceptar el buque. Como sabemos, son las patrulleras de 
la Guardia Civil las que interceptan el buque Pobre Mitrofán bajo sospechas de ser 
utilizado para operaciones de contrabando. Según la Ley Orgánica 2/1986 de Cuerpos y 
Fuerzas de Seguridad del Estado1, la Guardia Civil tiene asignadas entre otras las 
funciones de “velar por el cumplimiento de la Ley, prevenir la comisión de actos 
delictivos, investigar los delitos para descubrir y detener a los presuntos culpables, 
asegurar los instrumentos, efectos y pruebas del delito, poniéndolos a disposición del 
Juez o Tribunal competente, y elaborar los informes técnicos y periciales procedentes 
tanto en el territorio nacional como en el mar territorial así como La custodia de vías 
de comunicación terrestre, costas, fronteras, puertos…” etc. Concretamente en esta Ley 
en su artículo 11.2 letra b), dice que la Guardia Civil ejercerá las funciones que, con 
carácter genérico se asignan a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, entre 
otros, en el mar territorial. 
Por otro lado la competencia para conocer de los delitos fiscales y de contrabando viene 
reconocida en la citada Ley. Al respecto el artículo 12 establece que será ejercida por la 
Guardia Civil la función de “El resguardo fiscal del Estado y las actuaciones 
encaminadas a evitar y perseguir el contrabando y La custodia de vías de 
comunicación terrestre, costas, fronteras, puertos, aeropuertos y centros e instalaciones 
que por su interés lo requieran.” De hecho, corresponde a la Jefatura Fiscal y de 
Fronteras, dependiente de la Dirección Adjunta Operativa de la Guardia Civil 
“organizar y gestionar el resguardo fiscal del Estado, las actuaciones encaminadas a 
evitar y perseguir el contrabando, el narcotráfico y demás tráficos ilícitos en el ámbito 
de las funciones encomendadas a la Guardia Civil por la normativa vigente, así como 
la custodia y vigilancia de las costas, fronteras, puertos, aeropuertos y mar territorial 
y, en este ámbito, el control de la inmigración irregular”2.  
Esta tarea es llevada a cabo en las aguas marítimas españolas por dicha Jefatura a través 
del Servicio Marítimo de la Guardia Civil -actuando conjuntamente con el Servicio de 
Costas y Fronteras- regulado en el Real Decreto 246/19913 que establece en su artículo 
1 que “Las funciones que la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad, atribuye al Cuerpo de la Guardia Civil se ejercerán en las 
aguas marítimas españolas hasta el límite exterior del mar territorial determinado en la 
legislación vigente y excepcionalmente, fuera del mar territorial, de acuerdo con lo que 
se establece en los tratados internacionales vigentes.” 
                                                          
1 V. Ley Orgánica 2/1986, de 13 marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, Art. 11.1. 
2 V. Real Decreto 400/2012 por el que se desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio del 
Interior, modificado por el Real Decreto 1181/2008 del 11 de julio, art. 4. 
3 V. Real Decreto 246/1991, de 22 de febrero, por el que se regula el Servicio Marítimo de la Guardia 
Civil. 
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Por todo esto podemos determinar que efectivamente la Guardia Civil dispone de plena 
competencia para interceptar el buque Pobre Mitrofán.  
 
2. La competencia territorial de la Guardia Civil. 
Una vez aclarada la aptitud de las autoridades para llevar a cabo la actuación de 
interceptar el buque debemos entrar a considerar el hecho determinante de que dicha 
intervención se llevase a cabo a 50 millas de la costa. 
El marco legislativo básico lo encontramos en el Convenio de las Naciones Unidas 
sobre el Derecho del Mar de 19824, que entró en vigor en España en febrero de 1997. 
Con la creación de este convenio se manifiesta que “la zona de los fondos marinos y 
oceánicos y su subsuelo fuera de los límites de la jurisdicción nacional, así como sus 
recursos, son patrimonio común de la humanidad, cuya exploración y explotación se 
realizarán en beneficio de toda la humanidad, independientemente de la situación 
geográfica de los Estados”5. Bajo esta premisa el CNUDM separa los mares y océanos 
en cuatro zonas, estableciendo los derechos y competencias correspondientes a cada una 
de ellas para los diferentes Estados, tanto los ribereños como los de interior. 
En primer lugar se distingue el Mar Territorial6. Este se extiende 12 millas náuticas 
(22,22 Km) desde la costa, concretamente desde la línea de bajamar escorada. Los 
derechos que el Estado ejerce sobre su mar territorial son análogos a los que ejerce 
sobre su territorio y aguas interiores. En el mar territorial el Estado ribereño tiene una 
soberanía plena, con la limitación relativa al “paso inocente”. Esta institución se 
encuentra recogida en la Convención de Ginebra de 1958 sobre mar territorial y zona 
contigua y en la propia Convención sobre el Derecho del Mar de 1982. Según los 
artículos 17 y siguientes del CNUDM el derecho de “paso inocente” se les reconoce a 
los buques de todos los Estados y se entiende por tal el hecho de navegar por el mar 
territorial con el fin de atravesarlo sin penetrar en las aguas interiores ni hacer escala en 
una rada o una instalación portuaria, de forma rápida e ininterrumpida salvo causa 
justificada. Además el artículo 19 establece una serie de supuestos que, por ser 
perjudiciales para la paz, el buen orden y la seguridad del Estado ribereño, se pone fin al 
derecho de “paso inocente” entre los que encontramos actos de contaminación 
intencional y grave, cualquier actividad de pesca… etc. 
En segundo lugar encontramos la denominada como Zona Contigua7. Es el espacio 
marítimo que se extiende, de forma contigua como su propio nombre indica, a partir del 
Mar Territorial ocupando una extensión de 24 millas náuticas (44,45 Km) desde la línea 
de base que sirve de referencia para medir la anchura del MT. En esta Zona el Estado 
                                                          
4 Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar (CNUDM), Convención del Derecho del 
Mar (CDM), o también Convención del Mar (CONVEMAR) aprobada el 30 de abril de 1982 en Nueva 
York. 
5 V. Preámbulo de la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar de 1982. 
6 Al respecto véase JULIO D. GONZÁLEZ CAMPOS, LUÍS I. SÁNCHEZ RODRÍGUEZ Y PAZ 
ANDRÉS SÁENZ DE SANTA MARÍA, Curso de Derecho Internacional Público, 4ª ed., Thomson 
Civitas (2008), págs. 640 y ss. 
7 Ibíd. págs. 664 y ss. 
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ribereño  podrá adoptar todas aquellas medidas necesarias para “prevenir las 
infracciones de sus leyes y reglamentos aduaneros, fiscales, de inmigración o sanitarios 
que se cometan en su territorio o en su mar territorial”; así como sancionar las 
infracciones de esas leyes y reglamentos (art. 33 CNUDM). 
La siguiente zona delimitada es la Zona Económica Exclusiva. El artículo 1 de la Ley 
15/19788 define la ZEE como aquella zona marítima que se extiende desde el límite 
exterior del mar territorial español hasta una distancia de doscientas millas náuticas, 
contadas a partir de las líneas de base desde las que se mide la anchura de aquél. En 
este espacio marítimo las competencias soberanas del Estado ribereño son aún más 
limitadas que en la Zona Contigua. Concretamente el artículo 56 del CNUDM 
determina que el Estado ribereño tendrá “Derechos de soberanía para los fines de 
exploración y explotación, conservación y administración de los recursos naturales, 
tanto vivos como no vivos, de las aguas suprayacentes al lecho y del lecho y el subsuelo 
del mar, y con respecto a otras actividades con miras a la exploración y explotación 
económicas de la zona, tal como la producción de energía derivada del agua, de las 
corrientes y de los vientos”. Así mismo el propio articulado de la Convención otorga 
jurisdicción tan sólo en materia de islas artificiales, instalaciones y estructuras, 
investigaciones científicas, protección y preservación del medio marino (tanto recursos 
vivos como no vivos).Como podemos ver el régimen jurídico de la ZEE tiene un 
marcado carácter económico. 
Por último la Convención otorga la calificación de Alta Mar9 “a todas las partes del 
mar no incluidas en la zona económica exclusiva, en el mar territorial o en las aguas 
interiores de un Estado, ni en las aguas archipelágicas de un Estado archipelágico10”. 
En este espacio marítimo rige el principio de “libertad de los mares”11 y comprende 
tanto para los Estados ribereños como los Estados sin litoral un amplio abanico de 
libertades entre las que se encuentran la libertad de pesca, investigación, 
navegación…etc. Ningún Estado podrá reivindicar su soberanía en cualquier parte de la 
Alta Mar, sus competencias se limitan a sus nacionales con las excepciones relativas a 
la piratería, transporte de esclavos y el denominado derecho de persecución. 
El derecho de persecución12 que acabamos de mencionar se encuentra recogido en el 
artículo 111 de la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar y 
constituye una verdadera excepción al principio de jurisdicción exclusiva13.  
                                                          
8 V. Ley 15/1978, de 20 de febrero, sobre zona económica. 
9 Al respecto, véase JULIO D. GONZÁLEZ CAMPOS, LUÍS I. SÁNCHEZ RODRÍGUEZ Y PAZ 
ANDRÉS SÁENZ DE SANTA MARÍA, Curso de Derecho Internacional Público, 4ª ed., Thomson 
Civitas (2008), págs. 667 y ss. 
10 V. CNUDM de 1982, art. 86. 
11 Al respecto véase JULIO D. GONZÁLEZ CAMPOS, LUÍS I. SÁNCHEZ RODRÍGUEZ Y PAZ 
ANDRÉS SÁENZ DE SANTA MARÍA, Curso de Derecho Internacional Público, 4ª ed., Thomson 
Civitas (2008), págs. 673 y ss. 
12 Ibíd. págs. 681 y ss. 
13 Tal y como recoge el art. 92 de la CNUDM de 1982: “Los buques navegarán bajo el pabellón de un 
solo Estado y, salvo en los casos excepcionales previstos de modo expreso en los tratados internacionales 
o en esta Convención, estarán sometidos, en la alta mar, a la jurisdicción exclusiva de dicho Estado”. 
9 
 
Según el artículo 111: 
“1. Se podrá emprender la persecución de un buque extranjero cuando las autoridades 
competentes del Estado ribereño tengan motivos fundados para creer que el buque ha 
cometido una infracción de las leyes y reglamentos de ese Estado. La persecución 
habrá de empezar mientras el buque extranjero o una de sus lanchas se encuentre en 
las aguas interiores, en las aguas archipelágicas, en el mar territorial o en la zona 
contigua del Estado perseguidor, y sólo podrá continuar fuera del mar territorial o de 
la zona contigua a condición de no haberse interrumpido. No es necesario que el buque 
que dé la orden de detenerse a un buque extranjero que navegue por el mar territorial o 
por la zona contigua se encuentre también en el mar territorial o la zona contigua en el 
momento en que el buque interesado reciba dicha orden. Si el buque extranjero se 
encuentra en la zona contigua definida en el artículo 33, la persecución no podrá 
emprenderse más que por violación de los derechos para cuya protección fue creada 
dicha zona. 
2. El derecho de persecución se aplicará, mutatis mutandis, a las infracciones que se 
cometan en la zona económica exclusiva o sobre la plataforma continental, incluidas 
las zonas de seguridad en torno a las instalaciones de la plataforma continental, 
respecto de las leyes y reglamentos del Estado ribereño que sean aplicables de 
conformidad con esta Convención a la zona económica exclusiva o a la plataforma 
continental, incluidas tales zonas de seguridad.” 
Como se menciona en este caso, las patrulleras de la Guardia Civil interceptan el buque 
Pobre Mitrofán a 50 millas de la costa, por tanto la detención se produce en la Zona 
Económica Exclusiva. Como ya hemos mencionado más arriba la soberanía de los 
Estados en este espacio tiene un mero carácter económico y según los datos reflejados 
en el supuesto no podemos determinar si se llevó a cabo el derecho de persecución o no. 
Si bien todo apunta a que efectivamente no se realizó.  
Por el principio de territorialidad14 recogido en el artículo 23 de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial los tribunales españoles serán competentes para conocer de los delitos y 
faltas cometidos en territorio español. Tal y como dice el Tribunal Supremo en la 
sentencia 1/2008 “una norma sólo puede ser infringida en el lugar donde rige”15 y por 
tanto un hecho sólo será punible conforme a la Ley española únicamente cuándo y 
dónde esté vigente. El territorio español en sentido jurídico engloba las aguas interiores 
y el mar territorial pero no así la Zona Contigua a que se refiere el artículo 33 de la 
CNUDM ni la Zona Económica Exclusiva a que se refieren los artículos 55 y ss. de la 
citada Convención.  
Por lo tanto no es posible extender la jurisdicción española a aquellos hechos 
constitutivos de delito llevados a cabo en estas dos Zonas a excepción de aquellos que 
entren dentro de la esfera de competencias que otorga la Convención para cada Zona. 
Por tanto sólo podrían perseguirse en la ZC los delitos aduaneros, fiscales, de 
inmigración o sanitarios que se cometan en su territorio o en su mar territorial; y en la 
ZEE aquellos cometidos contra el medio ambiente marino, islas artificiales e 
instalaciones. 
                                                          
14 Al respecto véase DIEGO MANUEL LUZÓN PEÑA, Curso de Derecho Penal, Parte General I, 
Universitas (1999), págs. 201 y ss.  
15 V. Sentencia núm. 1/2008 de 23 enero. RJ 2008\43 FJ 1º. 
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Habiéndose interceptado el buque por tanto en la Zona Económica Exclusiva por un 
posible delito de contrabando y no por un delito de los mencionados arriba y así mismo 
no dándose las circunstancias necesarias que dan lugar al derecho de persecución que 
justificaría dicha actuación, todo parece indicar que las autoridades españolas carecían 
de jurisdicción para actuar. No obstante entra en juego aquí el denominado “territorio 
flotante”, concepto que alude a la jurisdicción que se extiende a los buques y aeronaves  
abanderados en España16. La propia CNUDM en su artículo 91 hace referencia al 
mismo cando dice que “cada Estado establecerá los requisitos necesarios para 
conceder su nacionalidad a los buques, para su inscripción en un registro en su 
territorio y para que tengan el derecho de enarbolar su pabellón. Los buques poseerán 
la nacionalidad del Estado cuyo pabellón estén autorizados a enarbolar. Así mismo el 
artículo 92 establece que los buques navegarán bajo el pabellón de un solo Estado y, 
salvo en los casos excepcionales previstos de modo expreso en los tratados 
internacionales o en esta Convención, estarán sometidos, en la alta mar, a la 
jurisdicción exclusiva de dicho Estado”. 
La inscripción de un buque en el registro de un país le otorga la nacionalidad del 
mismo, sometiéndolo a la jurisdicción del Estado del pabellón17. En España este registro 
se encuentra recogido en el Real Decreto 1027/1989 por el que se regula el 
abanderamiento, matriculación de buques y registro marítimo. Este Registro de Buques 
y Empresas Navieras es un registro público de carácter administrativo que tiene por 
objeto la inscripción de los buques abanderados en España y las empresas navieras 
españolas y servir como instrumento de control para individualizar el buque, conocer 
sus características y los derechos existentes sobre el mismo.  
Según el artículo 23.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial corresponderá a la 
jurisdicción española el conocimiento de las causas por delitos y faltas cometidos en 
territorio español o cometidos a bordo de buques o aeronaves españoles, sin perjuicio 
de lo previsto en los tratados internacionales en los que España sea parte.  A través de 
este artículo la jurisdicción española se extiende a cualquier delito cometido en buques 
de pabellón español, independientemente de las aguas en las que se encuentren18. 
Por todo lo expuesto podemos determinar que la actuación de la Guardia Civil es la 
correcta pues a pesar de encontrarse el buque a 50 millas, en la Zona Económica 
Exclusiva, los tribunales españoles tienen jurisdicción en base al principio de 
territorialidad al enarbolar el mismo la bandera española. 
 
 
 
                                                          
16 Al respecto véase DIEGO MANUEL LUZÓN PEÑA, Curso de Derecho Penal, Parte General I, 
Universitas (1999), pág. 204. 
17 Al respecto véase JULIO D. GONZÁLEZ CAMPOS, LUÍS I. SÁNCHEZ RODRÍGUEZ Y PAZ 
ANDRÉS SÁENZ DE SANTA MARÍA, Curso de Derecho Internacional Público, 4ª ed., Thomson 
Civitas (2008), pág. 678. 
18 Al respecto véase DIEGO MANUEL LUZÓN PEÑA, Curso de Derecho Penal, Parte General I, 
Universitas (1999), pág. 204. 
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3. El contrabando y la problemática de la autorización judicial. 
Otro detalle que se menciona en el caso es el hecho de que operación se llevase a cabo 
en base a sospechas de que el buque Pobre Mitrofán realizase actividades de 
contrabando. El enunciado no aporta más detalles por lo que debemos suponer que la 
actuación de la Guardia Civil respondía a un anterior proceso de investigación y 
autorización judicial para interceptar y registrar el buque. Siendo así debemos 
remitirnos a la Ley de Enjuiciamiento Criminal que en su artículo 546 dice que El Juez 
o Tribunal que conociere de la causa podrá decretar la entrada y registro, de día o de 
noche, en todos los edificios y lugares públicos, sea cualquiera el territorio en que 
radiquen, cuando hubiere indicios de encontrarse allí el procesado o efectos o 
instrumentos del delito, o libros, papeles u otros objetos que puedan servir para su 
descubrimiento y comprobación. Y así mismo el artículo 554 enuncia que se reputan 
domicilio a los efectos de los artículos anteriores, entre otros, a los buques mercantes 
nacionales. Entendemos por tanto que la actuación de la Guardia Civil se encontraba 
amparada por un auto del juez de instrucción que autorizaba la entrada y registro del 
buque.  
De no ser así, sin una autorización judicial los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad del Estado sólo podrían efectuar el registro si tuvieran indicios claros de que 
se está cometiendo un delito y únicamente respecto de aquellas zonas del barco que no 
son susceptibles de amparar por el derecho a la inviolabilidad del domicilio recogido en 
el artículo 18.2 de la Constitución Española por no ser un reducto de la intimidad 
personal o familiar. Serían zonas como la cubierta, la bodega… etc. En el resto de 
departamentos como por ejemplo los camarotes, el registro sólo sería posible amparados 
por una autorización judicial. Así lo manifiestan numerosas sentencias del Tribunal 
Supremo19. Si efectivamente no dispusieran de la autorización judicial pertinente la 
actuación correcta sería la escolta del buque a puerto y, ya con la autorización y la 
presencia del secretario judicial, registrar el resto de dependencias. 
Habiendo aclarado que el registro del buque se adecúa a derecho resta ahora analizar la 
incautación de las 2.000 cajetillas de tabaco y la detención de los tripulantes. 
En primer lugar las actuaciones de la Guardia Civil deben verse formalizadas mediante 
la extensión de unas diligencias en la que se harán constar cuantos hechos o 
circunstancias con relevancia para el procedimiento sancionador que pudiera derivarse 
se produzcan, así como las manifestaciones de la persona o personas presuntamente 
responsables. Así lo establece el RD 1649/199820 que aclara que si bien estas 
diligencias no están sujetas a un modelo de forma, sí deben contener una serie de datos 
debido a su carácter de documento público y valor probatorio. 
En cuanto a la incautación de las cajetillas estamos ante un posible delito de 
contrabando tipificado en la Ley Orgánica 12/1995 de represión del contrabando, 
complementada con el Real Decreto 1649/1998 mencionado anteriormente por el que se 
                                                          
19 V. Sentencia núm. 2292/2001 de 29 noviembre. RJ 2002\1427 (FJ 11); Sentencia núm. 109/1997 de 3 
febrero. RJ 1997\688 (FJ 5); Sentencia núm. 1108/1999 de 6 septiembre. RJ 1999\7380 (FJ 7); Sentencia 
núm. 624/2002 de 10 abril. RJ 2002\6311 (FJ 3). 
20 V. Real Decreto 1649/1998, de 24 de julio, por el que se desarrolla el Título II de la Ley Orgánica 
12/1995, de 12 de diciembre, de represión del contrabando, relativo a las infracciones administrativas de 
contrabando. 
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desarrolla el Título II de la presente Ley, relativo a las infracciones administrativas de 
contrabando. Dicha Ley en su artículo 2.3.b dice: “Cometen, asimismo, delito de 
contrabando quienes realicen alguno de los hechos descritos en los apartados 1 y 2 de 
este artículo, si concurre alguna de las circunstancias siguientes: 
a) (…) 
b) Cuando se trate de labores de tabaco cuyo valor sea igual o superior a 15.000 euros. 
El artículo 1 a su vez dice que cometerán delito de contrabando quienes importen o 
exporten mercancías de lícito comercio sin presentarlas para su despacho en las 
oficinas de aduanas o en los lugares habilitados por la Administración aduanera.” 
Debemos ahora calcular el valor de las 2.000 cajetillas de tabaco para comprobar si 
estamos efectivamente ante un delito de contrabando y ver si supera los 15.000€. Los 
criterios de valoración se encuentran regulados en el artículo 10 de la propia LO de 
represión del contrabando que estipula que si se trata de géneros estancados se ha de 
calcular por el precio máximo de venta al público en relación con la fecha de realización 
del ilícito.  
Efectivamente tras consultar la tabla de precios elaborada por el Comisionado para el 
mercado de tabacos (Vid. Anexo I) correspondiente a los cigarrillos para el año 2014  
podemos comprobar que el valor de lo incautado no llega a los 15.000€ sino que apenas 
llega a los 11.000€. No obstante es la propia Ley la que en su artículo 11 tipifica el acto 
como infracción administrativa cuando, tratándose de labores de tabaco, el valor de la 
mercancía no llega a los 15.000€.  
Esta LO clasifica en su artículo 12 las infracciones administrativas en leves graves y 
muy graves. Concretamente tratándose de labores de tabaco la sanción correspondiente 
recibiría la calificación de muy grave ya que el valor de lo incautado supera los 7.500€. 
La sanción se materializará en una multa pecuniaria para la cual la Ley diferencia en su 
artículo 12 diversas ponderaciones según se trate de mercancías genéricas o de labores 
de tabaco. Concretamente al tratarse de cajetillas de tabaco la multa ascenderá a una 
cantidad comprendida entre un 275% y el 350% del valor de lo incautado. Los criterios 
de graduación a seguir aparecen reflejados en el artículo 12bis de la Ley y  en el artículo 
6 y siguientes del RD 1649/1998 y contemplan varios escenarios como la reiteración, la 
resistencia u obstrucción a la investigación… etc. 
En cuanto al comiso del tabaco tanto la Ley como el propio Reglamento contemplan, en 
sus artículos 5 y 14 respectivamente, que toda sanción que se imponga por una 
infracción administrativa de contrabando llevará consigo el comiso de los bienes. 
 
4. La detención y puesta a disposición judicial. 
Por último se nos presenta en el caso que los nacionales españoles son puestos a 
disposición judicial nada más llegar al puerto mientras que el resto de los detenidos 
llevados a las dependencias policiales. Esta actuación por parte de las autoridades 
podría no ser la correcta por el motivo que se expone a continuación. 
En primer lugar no procedería la puesta disposición judicial en el caso de que se les 
hiciera responsables del contrabando por tratarse de un procedimiento administrativo. El 
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artículo 13 de la Ley Orgánica 12/1995 especifica que será competente “para conocer 
de las infracciones de contrabando los órganos de la Administración aduanera de la 
Agencia Estatal de Administración Tributaria”. Concretamente corresponde al Director 
del Departamento de Aduanas e Impuestos Especiales de la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria de Vigo la competencia territorial para acordar e imponer 
sanciones consistentes en multas y decretar el comiso de los bienes, efectos e 
instrumentos intervenidos en virtud de la resolución de 10 de febrero de 1999, de la 
Presidencia de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, sobre competencia 
territorial en el procedimiento sancionador por infracciones administrativas de 
contrabando.  
El procedimiento21 a seguir hubiera sido:  
Inicio.            Notificación del acuerdo de inicio al sujeto infractor 
Tramitación. Trámite de audiencia y alegaciones del interesado. 
Terminación.  Resolución que contenga la sanción impuesta o la no procedencia de la 
misma. 
Tratándose de una sanción administrativa la detención de los españoles y el danés no 
sería procedente ya que no se dan los supuestos recogidos en los artículos 490 y 
siguientes de la LECrim. Dicha detención y puesta a disposición judicial sólo sería 
posible  si fueran sospechosos del delito de tráfico ilícito de inmigrantes y una vez 
finalizadas las primeras diligencias, esto es tal y como enuncia el artículo 13 de Ley de 
Enjuiciamiento Criminal  “consignar las pruebas del delito que puedan desaparecer, la 
de recoger y poner en custodia cuanto conduzca a su comprobación y a la 
identificación del delincuente, la de detener, en su caso, a los presuntos responsables 
del delito, y la de proteger a los ofendidos o perjudicados por el mismo, a sus 
familiares o a otras personas (…)” pudiendo acordarse las medidas cautelares 
pertinentes. No obstante si transcurridas las 72 horas desde la detención el juez de 
instrucción o Tribunal a quien se hiciese la entrega no hubiere acordado la prisión 
provisional deberán ser puestos en libertad. 
Dadas las circunstancias del caso, sólo procedería la detención en el caso de los 
extranjeros indocumentados. Al hallarse en situación irregular procedería la expulsión 
del territorio español sin necesidad de expediente de expulsión tal y como recoge el 
artículo 58.3.b) de la Ley Orgánica 4/2000 sobre derechos y libertades de los 
extranjeros en España y su integración social (de ahora en adelante Ley de extranjería). 
También lo recoge así el Real Decreto 557/201122 en su artículo 23.1 letra b), 
especificando que  “Se considerarán incluidos, a estos efectos, a los extranjeros que 
sean interceptados en la frontera o en sus inmediaciones.” A este respecto el punto 2 de 
dicho artículo establece que “las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado 
encargadas de la custodia de costas y fronteras que hayan interceptado a los 
extranjeros que pretenden entrar irregularmente en España los conducirán con la 
mayor brevedad posible a la correspondiente comisaría del Cuerpo Nacional de 
                                                          
21 V. Real Decreto 1649/1998, arts. 15 al 20. 
22 V. Real Decreto 557/2011, de 20 de abril, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley Orgánica 
4/2000, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social, tras su reforma 
por Ley Orgánica 2/2009. 
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Policía, para que pueda procederse a su identificación y, en su caso, a su devolución”. 
La detención de un extranjero a efectos de proceder al regreso a consecuencia de la 
denegación de entrada será comunicada al Ministerio de Asuntos Exteriores y a la 
embajada o consulado de su país (art. 60.4 Ley de Extranjería).  La particularidad, que 
analizaremos más detenidamente en el siguiente informe, se produce al solicitar por 
parte de estos el derecho de asilo pues el artículo 58.4 de la LO 4/2000 establece una 
excepción por la cual no podrá llevarse a cabo la devolución hasta que se haya decidido 
la inadmisión a trámite de la petición. Si se prevé que la expulsión no se llevará a cabo 
en un plazo de 72 horas se solicitará de la autoridad judicial la medida de internamiento 
prevista para los expedientes de expulsión23. 
El ingreso en dichos centros de internamiento aparece regulado en el artículo 60 y 62 de 
la Ley de Extranjería y será acordado por el juez mediante auto motivado. Estos no 
tendrán carácter penitenciario, y estarán dotados de servicios sociales, jurídicos, 
culturales y sanitarios. Los extranjeros internados estarán privados únicamente del 
derecho ambulatorio y gozarán una larga lista de derechos y deberes24. 
 
5. Consideraciones finales. 
En conclusión, la actuación de las autoridades es, a raíz de los datos que se pueden 
extraer del caso, la correcta. La guardia civil tiene la competencia necesaria para llevar a 
cabo la actuación y la legitimidad para poder interceptar el buque la encontramos por un 
lado en los indicios debidamente fundados y por otro en el hecho de que sea de pabellón 
español. El registro es el correcto suponiendo que se ampare en el auto de un juez y en 
caso contrario sólo lo sería respecto de aquellas dependencias del buque no susceptibles 
de aprovechamiento privado análogo al domicilio. Así mismo el comiso del 
contrabando es una actuación correcta y la detención de los extranjeros también por ser 
sospechosos del mismo y estar involucrados en un delito de tráfico ilegal de inmigrantes 
y hallarse indocumentados y en situación irregular. En el caso de los españoles, por ser 
sospechosos del tráfico ilícito de inmigrantes han seguido el procedimiento ordinario en 
estos casos. Si por el contrario sólo fueran sospechosos del contrabando por tratarse de 
una infracción administrativa se seguiría otro procedimiento. 
 
 
 
 
 
 
                                                          
23 V. Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su 
integración social, arts. 58.6 y 60. 
24 V. LO 4/2000, Art. 62 bis y art. 62 ter, sobre los derechos y deberes de los extranjeros internados. 
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II. Se solicita informe razonado sobre las solicitudes de asilo, determinando tanto 
su concesión como su denegación. 
 
1. El derecho de asilo. 
Tal y como se menciona en el caso una vez llevados a puerto y detenidos los 
inmigrantes solicitan el asilo (Vid. Anexo II). El derecho de asilo se encuentra recogido 
en el artículo 13.4 de la Constitución española que establece que será la ley la que 
determine los términos y condiciones  en que los ciudadanos de otros países y los 
apátridas podrán gozar del derecho de asilo en España. Concretamente es la Ley 
12/2009  reguladora del derecho de asilo y de la protección subsidiaria la que se encarga 
de regular dicha materia en nuestro país, ampliada por un amplio abanico normativo 
compuesto por reglamentos, real decretos, normas comunitarias y convenios 
internacionales que se expondrán más adelante. 
El derecho de asilo es la protección dispensada a los nacionales no comunitarios o a los 
apátridas a quienes se reconozca la condición de refugiado. Dicha condición se 
reconocerá de aquellas personas que, “debido a fundados temores de ser perseguida por 
motivos de raza, religión, nacionalidad, opiniones políticas, pertenencia a determinado 
grupo social, de género u orientación sexual, se encuentra fuera del país de su 
nacionalidad y no puede o, a causa de dichos temores, no quiere acogerse a la 
protección de tal país” (art.3 Ley 12/2009). Esta protección implica la no devolución ni 
expulsión de las personas a quienes se les haya reconocido así como la dispensa de una 
protección subsidiaria25. 
En cuanto a las solicitudes de asilo comenzaremos el informe exponiendo los elementos 
más importantes a tener en cuenta. 
En primer lugar el derecho a presentar la solicitud de asilo les corresponde a todas las 
personas nacionales no comunitarias y las apátridas presentes en territorio español (art. 
16 de la Ley 12/2009). Si bien es cierto que el Estado tiene la obligación de conocer y 
examinar las solicitudes presentadas por los extranjeros en su territorio, esto no obliga a 
dicho Estado –como es lógico- a autorizar en todos los casos la entrada o estancia del 
solicitante de asilo en su territorio26 conservándose el derecho a devolver o expulsar al 
solicitante de asilo a un tercer Estado. 
La mera presentación de la solicitud despliega un abanico de efectos que resultan 
indudablemente beneficiosos para los sujetos del caso que han entrado de forma 
irregular en el territorio español. Como mencionábamos más arriba el hecho de entrar 
                                                          
25 Al respecto, véase la Ley 12/2009, de 30 de octubre, reguladora del derecho de asilo y de la protección 
subsidiaria, art. 36. 
26 Según el art. 29 del Acuerdo de Schengen que entró en vigor en España el 1 de marzo de 1994, “Las 
Partes contratantes se comprometen a que sea examinada toda solicitud de asilo presentada por un 
extranjero en el territorio de una de ellas.” No obstante “Este compromiso no obligará a una Parte 
contratante a autorizar en todos los casos la entrada o estancia del solicitante de asilo en su territorio”. 
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irregularmente implica la expulsión directa del territorio nacional27, no obstante con la 
presentación de la solicitud del asilo esto no ocurre. Es así debido a que solicitada la 
protección el extranjero no puede ser objeto de devolución o expulsión hasta que se 
resuelva sobre su solicitud o ésta no sea admitida28 y supondrá la autorización de 
permanencia provisional en España, cualquiera que sea la situación jurídica del 
solicitante según la legislación de extranjería o la documentación de que disponga (art. 
11 RD 203/1995). En cualquier caso, en tanto no se resuelva sobre la admisión de la 
solicitud, la autoridad competente puede adoptar las medidas cautelares pertinentes que 
estime oportunas en relación con la normativa vigente de extranjería e inmigración. 
Aquí entra en juego el internamiento al que hacíamos referencia en el primer informe en 
centros especiales cuya regulación aparece en la ya mencionada anteriormente Ley 
Orgánica 4/2000 o Ley de Extranjería. 
En cuanto a qué Estado tiene la competencia para conocer de estas solicitudes de asilo 
en concreto, la respuesta la encontramos en el Reglamento de Dublín II y en el Acuerdo 
de Schengen. Si los extranjeros dispusieran de un visado el Estado competente sería el 
de expedición de dicho visado excepto si dicho visado hubiere sido expedido en 
representación o con autorización por escrito de otro Estado miembro. En tal caso este 
último Estado miembro será responsable29. No obstante dado que los sujetos del caso 
concreto carecen de documentación y no sólo eso sino que además entraron en la 
frontera del país de forma irregular, la competencia en el caso que nos ocupa es 
efectivamente del Estado Español30. 
Aclarada la competencia del Estado Español resta determinar el órgano encargado de 
examinar y conceder o denegar el asilo. La Oficina de Asilo y Refugio, dependiente del 
Ministerio del Interior, es el órgano competente para la tramitación de las solicitudes de 
protección internacional (Ley 12/2009 Art. 23). Las labores en rasgos generales de la 
Oficina son principalmente de instrucción y auxilio en el proceso y vienen determinadas 
en el artículo 3 del Real Decreto 203/1995 por el que se aprueba el reglamento 
regulador del derecho de asilo y de la condición de refugiado. El examen propiamente 
dicho corresponde a la Comisión Interministerial de Asilo y Refugio (CIAR). La CIAR 
es un órgano colegiado adscrito al Ministerio del Interior, que está compuesto por un 
representante de cada uno de los departamentos con competencia en política exterior e 
interior, justicia, inmigración, acogida de los solicitantes de asilo e igualdad (Ley 
12/2009 Art. 23). Una vez concluida la instrucción el expediente se eleva a la Comisión, 
la cual como hemos dicho lo examinará y si considera que está completo elevará una 
propuesta de resolución motivada e individualizada al Ministro de Justicia e Interior 
(RD 203/1995 Art. 26). En el caso de que lo considere incompleto podrá solicitar a la 
Oficina de Asilo y Refugio que subsane los defectos. Una vez la propuesta llegue a 
manos del Ministro de Justicia e Interior, si este está de acuerdo con ella adoptará la 
resolución pertinente. Si por el contrario discrepa sobre la concesión o denegación de 
                                                          
27 Sobre los requisitos de entrada, autorización, denegación y salida véase CARLOS ESPLUGUES 
MOTA, GUILLERMO PALAO MORENO Y MANUEL DE L. SEGRELLES, Nacionalidad y 
Extranjería, 3ª ed., Tirant lo Blanch (2006), págs. 175 y ss. 
28 V. Ley 12/2009, art. 19  y RD 203/1995, art. 12. 
29 V. Reglamento Dublín II, Art. 9. 
30 V. Reglamento Dublín II, Art. 10 y Acuerdo de Schengen, Art. 30 letra e). 
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asilo plasmada en la propuesta de la Comisión, el Ministro elevará el expediente al 
Consejo de Ministros para que resuelva. 
En cuanto al Derecho aplicable a la hora de examinar una solicitud de asilo el Acuerdo 
de Schengen en su artículo 32 es explícito al afirmar que “La Parte contratante del 
examen de la solicitud de asilo lo llevará a cabo con arreglo a su Derecho nacional”. 
Esto es, en el caso de España, con arreglo a la Ley 12/2009 reguladora del derecho de 
asilo y de la protección subsidiaria.  
Como hemos dicho la condición para el reconocimiento del derecho de asilo es ser 
víctima de actos de persecución. Estos, con sus correspondientes exclusiones, se 
encuentran recogidos en los artículos 6 y siguientes de la Ley 12/2009. A este respecto 
la Ley habla de “fundados temores” de persecución. Así mismo el artículo 26 señala que 
“para que se resuelva favorablemente la solicitud bastará que aparezcan indicios 
suficientes de persecución o de daños graves”. Como podemos comprobar la Ley apela 
a motivos fundados e indicios, ambos conceptos jurídicos indeterminados. La 
jurisprudencia del Tribunal Supremo ha reiterado que no es exigible una prueba plena 
de los hechos relatados en la solicitud de asilo sino que basta con aportar indicios 
suficientes de la real existencia de la persecución31. 
Con la expresión “indicios suficientes” la Ley se refiere a aquellos indicios que 
permiten concluir que hay una razonable certeza de que lo que sostiene el recurrente 
coincide con la realidad contando el órgano jurisdiccional de una amplia libertad de 
apreciación a fin de sopesar los datos de que dispone32. 
Una de las pruebas indiciarias más determinantes es la que se conoce como 
“información sobre el país de origen”. Para ello se suele acudir a fuentes de información 
de fiabilidad contrastada, como los informes diplomáticos y consulares y sobre todo los 
informes del ACNUR. El Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Refugiados (ACNUR) es un órgano de las Naciones Unidas encargado de proteger los 
derechos de los refugiados y los apátridas. De hecho la propia Ley 12/2009 en su Título 
IV y en su reglamento establecido por el RD 203/1995 se hace referencia a la presencia 
de ACNUR en el proceso como garante de la adecuación a derecho de la resolución y 
protector de los derechos del solicitante. La validez de los informes redactados por este 
organismo queda plasmada en la Directiva 2005/85/CE en su artículo 8 que establece 
que uno de los requisitos para el examen de la solicitud es “que se obtenga información 
precisa y actualizada de diversas fuentes, por ejemplo, información del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR), respecto a la 
situación general imperante en los países de origen los solicitantes y, si fuera 
necesario, en aquellos países por los que hayan transitado, y que esta información se 
ponga a disposición del personal responsable de examinar las solicitudes y de tomar 
decisiones al respecto”. Así ha calado en nuestra jurisprudencia que habla en relación 
con un manual elaborado por el ACNUR, de la “reconocida autoridad en esta materia 
del organismo internacional que lo ha elaborado”33 y reconociendo en una sentencia 
                                                          
31 V. sentencia del TS de 3 de diciembre de 2010, RC nº 5306/2007; Sentencia del TS de 10 de octubre de 
2011, RC 3933/2009 y Sentencia del TS de 29 de septiembre de 2011, RC 1623/2009. 
32 V. Sentencia del TS de 24 de febrero de 2010, RC 1156/2006 (FJ 4º) 
33 V. Sentencia del TS de 18 de octubre de 2012, RC nº 875/2012. 
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anterior34 sobre ese mismo informe que aunque carece de carácter normativo y 
vinculante “por proceder de un organismo internacional de reconocida autoridad en 
esta materia como es el ACNUR, puede ser citado a efectos argumentativos”. Como 
podemos comprobar por lo expuesto y citando nuevamente al TS35 es clara “la suma 
importancia que reviste la intervención del ACNUR en los procedimientos 
administrativos de asilo”. 
Así pues y a modo de síntesis, recalcamos que la jurisprudencia exige la concurrencia e 
tres requisitos para conceder el asilo: en primer lugar que el relato de asilo presentado 
por el solicitante sea detallado y coherente tanto en su contenido interno como con la 
situación del país de procedencia; en segundo lugar que se aporte prueba indiciaria 
suficiente de la veracidad del relato; y por último que la información sobre el país de 
origen corrobore lo expuesto por la solicitante de asilo y no pueda obtener protección de 
las autoridades del mismo. 
Una vez valoradas las pruebas e informes se dicta la resolución que podrá conceder el 
asilo o denegarlo. En el caso de que se conceda se despliega todos los efectos derivados 
de la denominada protección subsidiaria recogidos en el artículo 36 de la Ley 12/1995: 
protección contra la devolución, permiso de residencia, mantenimiento de la unidad 
familiar…etc. Si por el contrario se deniega el asilo el artículo 37 es claro al establecer 
que dicha resolución determinará, según corresponda, el retorno, la devolución, la 
expulsión, o salida obligatoria del territorio español en el plazo que se indique36.  
 
2. Otorgamiento/ denegación del derecho de asilo al supuesto de hecho. 
Teniendo presente todo lo expuesto hasta ahora procedemos a analizar a continuación 
las distintas solicitudes que se presentan. 
En cuanto a la solicitud de los 4 nacionales daneses ésta sería desestimada. La razón es 
sencilla pues la Ley 12/2009 reguladora del derecho de asilo y de la protección 
subsidiaria establece en su artículo 16 que tan sólo “las personas nacionales no 
comunitarias y las apátridas presentes en territorio español tienen derecho a solicitar 
protección internacional en España”.  
Así mismo el Protocolo (nº 24) sobre asilo a nacionales de los Estados miembros de la 
Unión Europea en su primer y único artículo resalta la consideración de que los Estados 
miembros de la Unión Europea constituyen recíprocamente países de origen seguros a 
todos los efectos jurídicos y que por lo tanto la solicitud de asilo efectuada por un 
nacional de un Estado miembro sólo podrá tomarse en consideración en determinados 
supuestos extraordinarios. 
Por otro lado el artículo 20 de la citada Ley del asilo menciona que el Ministro del 
Interior, a propuesta de la Oficina de Asilo y Refugio, podrá, mediante resolución 
motivada, no admitir a trámite las solicitudes cuando, entre otras causas, la persona 
                                                          
34 V. Sentencia del TS de 15 de julio de 2011, RC nº 2575/2008. 
35 V. Sentencia del TS de 29 de abril de 2011, RC nº 2530/2009 (FJ 5º). 
36 V. Real Decreto 203/1995, Art 31. 
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solicitante sea nacional de un Estado miembro de la Unión Europea de conformidad con 
lo establecido en el Protocolo nº 24 mencionado arriba. 
En cuanto a los efectos de la no admisión en este caso, el RD 203/1995 es explícito al 
señalar en su artículo 23 que la desestimación de una solicitud de asilo lleva aparejada 
la orden de salida obligatoria del extranjero, en el plazo que se le indique. No obstante 
“si el solicitante de asilo inadmitido reuniera los requisitos necesarios para 
permanecer en España con arreglo a la normativa de extranjería, o si se considerara 
que existen razones humanitarias el Ministro del Interior, a propuesta de la Comisión 
Interministerial de Asilo y Refugio, podrá autorizar su permanencia en España en los 
términos previstos en los apartados 3 y 4 del artículo 31 de este Reglamento”. 
Efectivamente los extranjeros daneses cumplen los requisitos de entrada establecidos en 
el artículo 4 del Real Decreto 240/200737, esto es, tener en posesión el pasaporte o 
documento de identidad válido y en vigor y en el que conste la nacionalidad del titular.  
Por todo lo expuesto no queda sino desestimar la solicitud de asilo, si bien no 
procedería la expulsión del territorio español. 
Respecto a los nacionales peruanos y filipinos analizaremos su situación de forma 
conjunta ya que ambos casos presentan muchas similitudes. 
Al contrario que en el caso anterior al no tratarse de nacionales comunitarios sí pueden 
solicitar el asilo conforme a la Ley 12/2009. No obstante tal y como establece el artículo 
3 de dicha Ley y tal y como mencionábamos unas páginas antes, el derecho de asilo 
sólo se les otorga a aquellas personas a las que se les reconozca la condición de 
refugiado, esto es  “aquellas personas que, debido a fundados temores de ser 
perseguida por motivos de raza, religión, nacionalidad, opiniones políticas, pertenencia 
a determinado grupo social, de género u orientación sexual, se encuentra fuera del país 
de su nacionalidad y no puede o, a causa de dichos temores, no quiere acogerse a la 
protección de tal país”. Por tanto cualesquiera otros episodios de ataques o intromisión 
en los derechos que no responda a alguna de esas razones de “raza, religión, 
nacionalidad, opiniones políticas, pertenencia a determinado grupo social, de género u 
orientación sexual” podrán ser protegibles a través de otras instituciones pero no a 
través del asilo como así lo reitera la jurisprudencia en numerosas sentencias38. 
Ateniéndonos al tenor literal de lo expuesto en el caso ni los nacionales de Perú ni los 
de Filipinas podrían ostentar la condición de refugiado a ojos de la Ley. Además a la 
hora de valorar una solicitud de asilo es primordial, y así lo manifiesta la jurisprudencia, 
el relato del solicitante39. El hecho de los solicitantes de uno y otro país no hayan 
aportado ningún tipo de prueba o relato –como se desprende del caso- es motivo más 
que suficiente por sí sólo para denegar la solicitud de asilo. 
No obstante podría otorgárseles la permanencia en España por causas humanitarias. Este 
tipo de protección aparece desligada del propio derecho de asilo y puede llegar a 
                                                          
37 V. Real Decreto 240/2007, de 16 de febrero, sobre entrada, libre circulación y residencia en España de 
ciudadanos de los Estados miembros de la Unión Europea y de otros Estados parte en el Acuerdo sobre el 
Espacio Económico Europeo. 
38 V. Sentencia del TS de 10 de octubre de 2011, RC  nº 3822/2009 y Sentencia del TS de 15 de julio de 
2011, RC  nº 2575/2008 (FJ 4º). 
39 V. Sentencia del TS de 22 de junio de 2012, RC nº 6085/2011 (FJ 4º). 
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desplegar sus efectos en el caso de que se deniegue el mismo aun cuando el solicitante 
carezca de documentación40. Al respecto la jurisprudencia del Tribunal Supremo ha 
reconocido41 que asilo y protección por razones humanitarias son dos instituciones 
jurídicas diferenciadas y que la denegación del asilo “no determina fatalmente el 
rechazo de la autorización de permanencia por razones humanitarias, sino que, muy al 
contrario, abre la puerta al examen de esta posibilidad” y que “Cuando se trata de 
valorar la autorización de permanencia en España por razones humanitarias no se 
requiere la constatación de una persecución individual sino que cobra más relieve el 
análisis del conflicto social y del modo en que éste afecta a la persona inmersa en él, 
que puede ser acreditado a través de la información detallada sobre la evolución del 
país de origen”. Dichas razones humanitarias no tienen que responder a las mismas 
razones de asilo42 y por tanto el factor más referente a la hora de autorizar la 
permanencia en España ha sido la consideración de circunstancias personales de los 
solicitantes no necesariamente vinculadas con esas causas de asilo43 teniéndose en 
cuenta aquellas situaciones de riesgo, conflicto, inestabilidad o peligro para los derechos 
básicos de la persona solicitante en su lugar de procedencia.  
Por todo lo expuesto no se podría conceder el permiso de residencia temporal por 
razones humanitarias ni a los nacionales filipinos ni a los nacionales peruanos 
correspondiendo su expulsión del territorio español. Sin embargo estos podrían no ser 
expulsados además de quedar exentos de la responsabilidad administrativa si, como 
bien enuncia el artículo 59 de la Ley Orgánica 4/2000 de Extranjería, denuncian a los 
autores o cooperadores del tráfico ilícito de inmigrantes, o cooperan y colaboran con las 
autoridades competentes, proporcionando datos esenciales o testificando, en su caso, en 
el proceso correspondiente contra aquellos autores. 
Por último tenemos el peculiar caso de la familia proveniente de Uagadugú capital de 
Burkina Faso. Ambos padres alegan haber huido del país por temor a que a sus dos hijas 
se les practicase la ablación en su pueblo natal.  
Burkina Faso ha arrastrado una tradición histórica que sigue arraigada en la población, 
aun cuando la práctica de la mutilación genital femenina ha sido prohibida en dicho 
Estado hace más de 20 años. Aunque es cierto que la legislación vigente la castiga con 
penas de cárcel de hasta 10 años  y que efectivamente se ha reducido su práctica de 
forma significativa con el paso del tiempo (la prevalencia entre las niñas de 15 a 19 años 
en comparación con las mujeres de 45 a 49 se ha reducido en alrededor de 19 a 31 
puntos porcentuales)44, no es menos cierto que se sigue practicando especialmente en 
las zonas de poblado y fronterizas (Burkina Faso limita con Mali dónde sí es legal la 
ablación). 
                                                          
40 V. Ley 12/2009, art.  37 y la LO 4/2000, art. 25. 
41 V. Sentencia del TS de 22 de junio de 2012, RC nº 6085/2011 (FJ 4º). 
42 V. Sentencia del TS de 24 de febrero de 2012, RC nº 2476/2011. 
43 V. Sentencia del TS de 4/11/2005, RC 4752/2002; Sentencia del TS de 18/11/2005, RC 5194/2002; 
Sentencia del TS de 22/09/2006, RC 2956/2003 y Sentencia del TS de 16 de junio de 2008, RC 
1579/2005. 
44 Al respecto, véase el Informe Unicef, Hoja de datos: Mutilación/escisión genital femenina. 
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No obstante a la hora de juzgar la concesión del asilo debemos contemplar dos cosas. 
En primer lugar la denominada “posibilidad de desplazamiento interno” y en segundo 
lugar que sea posible una protección suficiente y adecuada por parte de las autoridades 
de su propio país.  
Como dijimos arriba Burkina Faso prohíbe en su legislación vigente la ablación, es 
decir, es un delito perseguible por las autoridades de dicho país. Mencionamos también 
que aun así es una práctica frecuente en algunos poblados y aquí debemos señalar la 
clara “posibilidad de desplazamiento interno”45. Con esta expresión se hace referencia a 
los supuestos que, aunque en principio reúnen los requisitos para el otorgamiento de la 
protección, esta no se otorga por entenderse que esa persecución puede evitarse 
mediante el desplazamiento a “zonas seguras” dentro del mismo país de origen del 
solicitante. En este caso bastaría con que os solicitantes se desplazaran a zonas más 
urbanas, además de que estos viven en Uagadugú, capital de Burkina Faso, dónde no se 
practica la mutilación genital Femenina. 
Por otro lado el hecho de que el propio país persiga y castigue la ablación permite una 
presunción de competencia a la hora de proteger eficazmente a la población ante este 
delito. Si bien es cierto que una presunción no basta y es necesario un estudio para 
certificar dicha eficacia, podemos suponer en este caso concreto y con los medios de los 
que disponemos, que se podría haber demandado la protección ante las autoridades de 
Burkina Faso. Este es un detalle importante ya que la jurisprudencia ha sostenido en 
varias ocasiones que se es merecedor de la protección “cuando se evidencia que la 
tutela dispensada por las autoridades nacionales del país de origen se revela inútil o 
ilusoria, de modo que se perpetúa la situación de padecimiento”46. Incluso unos hechos 
no incardinables originalmente en las causas de asilo  pudieran cualificarse y adquirir 
los caracteres de una persecución protegible en la medida en que la persona no pudiera 
encontrar protección suficiente y adecuada por parte de las autoridades de su propio 
país47. No obstante se exigen en estos casos una denuncia previa a las autoridades de 
dicho Estado. Si efectivamente se puede obtener con garantías dicha protección por 
parte de las autoridades entonces no se concedería el asilo pues así lo ha interpretado la 
jurisprudencia48. 
Por todo lo expuesto no se debería conceder el asilo a la familia de Uagadugú por haber 
podido simplemente denunciar ante las autoridades el presunto acoso y, de la misma 
forma, por la “posibilidad de desplazamiento interno”. Tampoco cabría el permiso de 
residencia temporal por razones humanitarias por la misma razón. 
 
 
 
                                                          
45 V. Sentencia del TS de 16 de junio de 2012, RC 2116/2007 (FJ 5º); Sentencia del TS de 3 de febrero de 
2009, RC nº 1189/2006 (FJ 4º) y Sentencia del TS de 22 de julio de 2009, RC nº 1828/2006 (FJ 4º). 
46 V. Sentencia del TS de 15 de junio de 2011. 
47 V. Sentencia del TS de 29 de abril de 2005, RC nº 830/2002. 
48 V. Sentencia del TS de 19 de septiembre de 2011, RC 4293/2010. 
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3. Consideraciones finales. 
A modo de síntesis por tanto, la competencia para conocer de las solicitudes de asilo 
corresponde efectivamente al Estado español en virtud de lo dispuesto en el acuerdo de 
Schengen y el Reglamento de Dublín II. El derecho a presentar la solicitud les 
corresponde a todos los extranjeros a excepción de los daneses por ser ciudadanos 
comunitarios. En cuanto al otorgamiento de la protección no les correspondería a 
ninguno, a los peruanos y filipinos por no presentar prueba suficiente que justifique 
dicha protección y porque la información política-social respecto de dichos países no 
permite concluir que pueda existir tal persecución. En el caso de los de Burkina Faso 
porque si bien en su país de origen se produce efectivamente la ablación, no es menos 
cierto que las leyes del mismo la prohíben y en estos casos se exige una denuncia previa 
a las autoridades del Estado –que no se llevó  cabo- y certificar la ineptitud del mismo 
para dispensar la protección correspondiente. 
______________________________________________________________________ 
 
III. Se solicita informe razonado pronunciándose sobre los aspectos derivados de la 
solicitud de prestaciones de seguridad social y del acta de infracciones laborales (es 
recomendable la inclusión final de anexos relativos a los distintos posibles 
contratos, prestaciones y al acta de infracción). 
 
1. Prestación por desempleo. 
Tras solicitar el asilo, los extranjeros nacionales de Burkina Faso solicitan la prestación 
familiar de la seguridad social por hijos menores de edad y la prestación por desempleo.  
Como sabemos los poderes públicos tienen la obligación de garantizar la protección 
social, económica y jurídica de la familia y mantener “un régimen público de la 
Seguridad social para todos los ciudadanos, que garantice la asistencia y prestaciones 
sociales suficientes ante situaciones de necesidad, especialmente en caso de 
desempleo”. Así viene establecido en la Constitución Española en su Título I Capítulo 
III, arts. 39 y 41. Este régimen aquí mencionado encuentra su regulación en el Real 
Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de 
la Ley General de la Seguridad Social. 
Para determinar si corresponde o no conceder la prestación por desempleo y la 
prestación familiar por hijos menores de edad debemos comprobar si efectivamente 
cumplen los requisitos estipulados en la Ley. 
Respecto a la prestación por desempleo (Vid. Anexo III) el derecho a la prestación nace 
a partir de que se produzca la situación legal de desempleo (art. 209 LGSS) debiendo 
presentar la solicitud en la Entidad Gestora en un plazo de 15 días desde que se produjo 
dicha contingencia. A ojos de la LGSS la situación legal de desempleo viene 
determinada por cinco factores49:  
                                                          
49 Al respecto véase JESÚS MARTÍNEZ GIRÓN, ALBERTO ARUFE VARELA Y XOSÉ M. 
CARRILVÁZQUEZ, Derecho de la Seguridad Social, Netbiblo (2013), págs. 172 y ss. 
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a) Temporalidad: No se protege con carácter vitalicio. 
b) Poder trabajar: El parado es apto físicamente para el trabajo. 
c) Querer trabajar: Aunque forma parte de la dimensión subjetiva del individuo la LGSS 
pretende objetivarla al imponerle al parado ciertas obligaciones: inscribirse como 
demandante de empleo en el Servicio Público de Empleo y suscribirse al 
correspondiente “compromiso de actividad”50. 
d) Cesar en un trabajo previo: Quien nunca ha trabajado carece de la condición de 
verdadero desempleado. Dicho cese puede ser un cese temporal, un cese por suspensión 
del contrato de trabajo o un cese por extinción del contrato de trabajo. 
e) Compensar la pérdida del salario. 
En cuanto a los requisitos para acogerse a la prestación por desempleo la Ley General 
de la Seguridad Social distingue, en su artículo 204, una modalidad contributiva que 
tiene como objetivo proporcionar prestaciones sustitutivas de las rentas salariales 
dejadas de percibir como consecuencia de la pérdida de un empleo anterior o de la 
reducción de la jornada; y una modalidad asistencial complementaria de la anterior, que 
garantiza la protección a los trabajadores desempleados que se encuentren en alguno de 
los supuestos incluidos en el artículo 215. No obstante no podemos llevarnos a 
equívocos pues la prestación por desempleo propiamente dicha es siempre contributiva, 
la prestación básica por desempleo. La modalidad asistencial recogida en el artículo 215 
es el subsidio por desempleo (Vid. Anexo IV), una prestación complementaria de la 
básica de desempleo. Esta distinción se ha mantenido en la LGSS por pura inercia tras 
la modificación por la Ley de Presupuestos Generales del Estado de 1988 de la Ley 
31/1984 de protección por desempleo. En su momento la LPGE enmendó el art. 20 de la 
citada Ley 31/1984 en el que sí se manifestaba dicha distinción y pasó a contemplar una 
mezcolanza de fuentes muy distintas de financiación51. 
Por tanto para poder beneficiarse de la modalidad contributiva, según los artículos 205 y 
207, es necesario: 
1º Ser trabajador por cuenta ajena integrado en el Régimen General y: 
a) Estar afiliado a la Seguridad Social en situación de alta o asimilada al alta. 
b) Tener cubierto el período mínimo de 1 año de cotización dentro de los seis años 
anteriores a la situación legal de desempleo o al momento en que cesó la obligación de 
cotizar. 
c) Encontrarse en situación legal de desempleo, acreditar disponibilidad para buscar 
activamente empleo y para aceptar colocación adecuada a través de la suscripción del 
compromiso de actividad. 
                                                          
50 V. Ley General de la Seguridad Social, art. 231.1 letra h). 
51 Al respecto véase JESÚS MARTÍNEZ GIRÓN, ALBERTO ARUFE VARELA Y XOSÉ M. 
CARRILVÁZQUEZ, Derecho de la Seguridad Social, Netbiblo (2013), págs. 171 y 172. 
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d) No haber cumplido la edad ordinaria que se exija en cada caso para causar derecho a 
la pensión contributiva de jubilación. 
e) Estar inscrito como demandante de empleo en el servicio público de empleo 
competente. 
2º Ser trabajador por cuenta ajena incluido en los Regímenes Especiales de la Seguridad 
Social (Art. 10 LGSS) que protegen dicha contingencia. ( Sistema Especial Agrario, 
Régimen Especial de Trabajadores del Mar, Régimen Especial de Trabajadores 
Autónomos, Sistema Especial de Empleados del Hogar, Seguro Escolar, Régimen 
Especial de la Minería del Carbón)52. 
3º Ser liberados de prisión por cumplimiento de condena o libertad condicional. 
4º Ser emigrante retornado a España en los términos establecidos en el Art. 11 del RD 
625/1985. 
5º Pertenecer al personal contratado en Régimen de Derecho Administrativo o 
funcionario de empleo al servicio de las Administraciones Públicas. 
6º También los miembros de las corporaciones locales y los miembros de las Juntas 
Generales de los Territorios Históricos Forales, Cabildos Insulares Canarios y Consejos 
Insulares Baleares y los cargos representativos de los Sindicatos que ejerzan funciones 
sindicales de dirección, siempre que todos ellos desempeñen los indicados cargos con 
dedicación exclusiva o parcial y percibiendo una retribución. Igualmente los altos 
cargos de las Administraciones Públicas con dedicación exclusiva, percibiendo 
retribuciones y que no sean funcionarios públicos, salvo si tienen derecho a percibir 
retribuciones, indemnizaciones o cualquier otro tipo de prestación compensatoria como 
consecuencia de su cese. En todos estos casos se tendrá acceso al desempleo cuando se 
produzca el cese involuntario y con carácter definitivo en los correspondientes cargos o 
cuando, aun manteniendo el cargo, se pierda con carácter involuntario y definitivo la 
dedicación exclusiva o parcial. 
La modalidad asistencial como ya hemos dicho es complementaria de la contributiva y 
garantiza la protección a los trabajadores desempleados que, cumpliendo determinados 
requisitos, han agotado la prestación contributiva de desempleo o no pueden acceder a 
ésta por no tener cubierto el período mínimo de cotización exigido. Estos requisitos 
vienen determinados en el artículo 215 de la LGSS que establece que gozarán del 
subsidio de desempleo “los parados que, figurando inscritos como demandantes de 
empleo durante un plazo de un mes, sin haber rechazado oferta de empleo adecuada ni 
haberse negado, salvo justa causa, a participar en acciones de formación, promoción o 
reconversión profesional, y careciendo de rentas que en cómputo anual superen el 75% 
del salario mínimo interprofesional (645,30 euros al mes) excluida la parte 
proporcional de pagas extraordinarias, se encuentre en alguna de las siguientes 
situaciones”: 
1º Haber agotado la prestación por desempleo y tener responsabilidades familiares 
(tener a su cargo cónyuge, hijos menores de 26 años, o incapacitados). 
                                                          
52 Al respecto véase JESÚS MARTÍNEZ GIRÓN, ALBERTO ARUFE VARELA Y XOSÉ M. 
CARRILVÁZQUEZ, Derecho de la Seguridad Social, Netbiblo (2013), págs. 151 y ss. 
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2º Haber agotado una prestación contributiva por desempleo, careciendo de cargas 
familiares, pero siendo mayor de 45 años en la fecha del agotamiento. 
3º Ser trabajador español emigrante, retornado a España, de países no pertenecientes al 
Espacio Económico Europeo o con los que no exista Convenio sobre protección por 
desempleo, cuando hubiera trabajado en aquel país 12 meses en los últimos seis años y 
sin tener derecho a prestación por desempleo. 
4º Haber sido liberado de prisión y no tener derecho a la prestación por desempleo en su 
modalidad contributiva, siempre que la privación de libertad haya sido por tiempo 
superior a seis meses. 
5º Haber sido declarado plenamente capaz o inválido en grado de invalidez permanente 
parcial, como consecuencia de un expediente de revisión por mejoría de una situación 
de invalidez. 
6º Los desempleados inscritos como demandantes de empleo, aunque no hayan 
cumplido el mes de espera, que no tengan derecho a la prestación por desempleo en su 
modalidad contributiva por no cumplir el requisito de cotización exigido de 360 días 
dentro de los 6 años anteriores a la situación de desempleo, pero que hayan cubierto un 
período mínimo de cotización de 3 meses si tiene responsabilidades familiares, o de 6 
meses si carece de tales. 
7º Ser trabajador mayor de cincuenta y cinco años. 
Tal y como se desprende del caso los nacionales de Burkina Faso no cumplen los 
requisitos necesarios mencionados anteriormente para recibir la prestación por 
desempleo (contributiva) ni, aunque también lo hubieran pedido, el subsidio por 
desempleo (asistencial) principalmente por no hallarse en situación legal de desempleo 
y no cumplir con los requisitos de cotización. 
 
2. Prestación familiar por hijos menores. 
En cuanto a la solicitud de prestaciones familiares (Vid. Anexo V) por hijos menores 
efectivamente la Ley las concede cuando concurre un menor acogido a cargo, esto es, 
dependiente económicamente del beneficiario53 y una serie de requisitos en el propio 
beneficiario recogidos en el artículo 182 LGSS: 
1º  Residir legalmente en España. 
2º Tenga hijos o menores acogidos a su cargo o bien mayores de 18 años afectados por 
una minusvalía, en un grado igual o superior al 65 por ciento y residan en territorio 
español54. 
                                                          
53 V. Real Decreto 1335/2005, de 11 de noviembre, por el que se regulan las prestaciones familiares de la 
Seguridad Social, art. 9. 
54 Ibíd. art. 10 letra b). 
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3º No tener unos ingresos anuales, de cualquier naturaleza, superiores a 11.519,16 
euros, cuantía ésta que se incrementa en un 15% por cada hijo o menor acogido a cargo 
a partir del segundo, éste incluido. 
4º No tener derecho, ni el padre ni la madre, a prestaciones de esta naturaleza en 
cualquier otro Régimen público de protección social. 
El requisito de residencia al que nos referimos en el apartado 1º y 2º “se acreditará, 
preferentemente, mediante una certificación de inscripción en el correspondiente 
padrón municipal, a través de la tarjeta de residencia o certificado de residencia a que 
se refiere el Real Decreto 178/2003, de 14 de febrero, sobre entrada y permanencia en 
España de nacionales de Estados miembros de la Unión Europea y de otros Estados 
parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo, o mediante la autorización 
de residencia o la tarjeta de identidad de extranjero, establecida en el Reglamento de la 
Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en 
España y su integración social, aprobado por el Real Decreto 2393/2004, de 30 de 
diciembre”55. 
Puesto que no procede como vimos en el informe anterior ni la admisión de la solicitud 
de asilo ni la concesión del permiso de residencia por razones humanitarias tampoco 
procedería en este caso otorgar la prestación familiar por hijo menor acogido a cargo ya 
que los nacionales de Burkina Faso se encuentran en España en situación irregular y no 
cumplen ninguno de los requisitos exigibles en ninguna de las prestaciones solicitadas 
y, especialmente, el requisito de residencia mencionado anteriormente. Por lo tanto, se 
resuelva antes o después sobre la concesión de las prestaciones a la denegación del 
asilo, la situación irregular de los solicitantes impediría su otorgamiento. 
 
3. Acta de infracciones laborales. Procedimiento sancionador. 
En el mundo laboral puede ocurrir que el empresario no cumpla con las obligaciones 
que le marca legislación vigente, tanto en materia laboral, de seguridad social, empleo o 
prevención de riesgos laborales. O bien puede darse el caso de que cumpliéndolas 
obstruya o impida la tarea del Inspector de Trabajo. En estas situaciones el Inspector 
redactará un acta por infracciones laborales (Vid. Anexo VI) haciendo constar los 
hechos que dan lugar a la infracción dando comienzo así el procedimiento sancionador. 
Dicho procedimiento se encuentra regulado en el Real Decreto 928/1998, de 14 de 
mayo, por el que se aprueba el Reglamento General sobre Procedimientos para la 
Imposición de las Sanciones por Infracciones de Orden Social y para los Expedientes 
Liquidatorios de Cuotas de la Seguridad Social. 
Antes del inicio de dicho procedimiento es necesaria una actividad de inspección previa, 
la cual viene determinada por una comprobación de los hechos llevada a cabo por el 
Inspector o Subinspector de Trabajo que, de acuerdo al artículo 13 de la Ley 42/1997 
ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, puede iniciarse por diversos 
motivos: 
a) Por orden superior de autoridad competente. 
                                                          
55 Ibíd. art. 28.3. 
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b) Por orden de servicio de las Jefaturas de la Inspección Provincial, de sus Unidades 
especializadas, o del Inspector encargado del equipo, en aplicación de los planes, 
programas y directrices sobre actuación de la Inspección. 
c) Por petición de cualquier órgano jurisdiccional. 
d) Por petición concreta de los organismos de la Seguridad Social o a solicitud de otra 
Administración pública. 
e) Por propia iniciativa del Inspector de Trabajo y Seguridad Social. 
f) Por denuncia de hechos presuntamente constitutivos de infracción en el orden social. 
Una vez el Inspector lleva a cabo las averiguaciones necesarias, si efectivamente 
constata la existencia de hechos constitutivos de infracción en el orden social redactará 
el acta de infracciones laborales. Dichas actas deberán contener obligatoriamente: 
1º Todos aquellos datos que permitan identificar al presunto sujeto infractor o, en su 
caso, infractores. 
2º Los hechos comprobados por el funcionario, con especial identificación de aquellos 
que constituyan la presunta infracción y los métodos empleados para su determinación. 
3º La infracción o infracciones presuntamente cometidas y su tipificación. 
4º Número de trabajadores de la empresa y número de trabajadores afectados por la 
infracción. 
5º La propuesta de sanción, su graduación y cuantificación. 
6º Órgano competente para resolver y órgano competente para realizar los actos de 
instrucción y ordenación del expediente sancionador y plazo para la interposición de las 
alegaciones ante éste. 
7º Indicación del funcionario que levanta el acta de infracción y firma del mismo. 
8º  Fecha de levantamiento del acta. 
Las actas de infracciones laborales llevadas a cabo por el Inspector o Subinspector 
ostentan la categoría de documento público56, lo que significa que están revestidas de 
una presunción de veracidad y certeza de todos los hechos y circunstancias reflejados en 
la misma. Esto significa que tan sólo puede ser rebatida con prueba en contrario 
fehaciente e indubitada. 
Tras el levantamiento del acta se inicia el procedimiento sancionador y se remite 
notificación al sujeto o sujetos presuntamente responsables57. Dicha notificación deberá 
cursarse en un plazo de 10 días hábiles desde la fecha del acta, contener el texto íntegro 
                                                          
56 V. Sentencia del TS (Sala de lo Contencioso Administrativo) de 4 de mayo de 2000. 
57 En cuanto a los sujetos posiblemente responsables ver Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, 
por el que se aprueba el texto refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social, art. 
2. 
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del acta así como los recursos que se pueden interponer, con los plazos para su 
interposición, y el órgano ante el que hubieran de presentarse. Una vez hecha la 
notificación, el interesado tiene un plazo de 15 días para formular las alegaciones que 
estime convenientes. De no presentar alegaciones continuará la tramitación del 
procedimiento hasta dictar la propuesta de resolución que corresponda. Si por el 
contrario se presentan se solicitará un informe ampliatorio que valorará expresamente 
las pruebas aportadas o que se hubiesen practicado, y las alegaciones producidas. Tras 
esto se dará por finalizado el expediente y quedará pendiente de resolución por el 
órgano competente de la Autoridad Central de la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social tras un plazo de 10 días.  
 
4. Acta de infracciones laborales respecto al supuesto de hecho. 
Entrando ya en el caso que nos ocupa, no se menciona en ningún momento la causa que 
justifica el levantamiento del acta por infracción laboral. No obstante podemos intuir 
que el procedimiento nace a raíz de las declaraciones del capitán del buque Pobre 
Mitrofán que afirma que todos los detenidos eran tripulantes del barco y que, por tanto, 
todos ellos realizaban distintas labores a bordo. No obstante no hay constancia de 
ningún contrato de trabajo que corrobore sus alegaciones.  
El Convenio sobre el trabajo marítimo del año 2006 hecho en Ginebra y que entró en 
vigencia en nuestro país en agosto del año 2013 exige que cada marino que forme parte 
de la dotación del buque formalice su situación con un “acuerdo de empleo”58 que no es 
otra cosa que un contrato de trabajo o contrato de enrolamiento o embarque (Vid. 
Anexo VII).  
El Real Decreto Legislativo 5/2000 por el que se aprueba el texto refundido de la Ley 
sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social recoge una extensa lista de 
infracciones, clasificando las sanciones en leves, graves y muy graves. A su vez estas 
sanciones pueden imponerse en los grados mínimo, medio y máximo teniendo en cuenta 
factores como negligencia e intencionalidad del sujeto infractor, fraude o connivencia, 
incumplimiento de las advertencias previas y requerimientos de la Inspección, cifra de 
negocios de la empresa, número de trabajadores o de beneficiarios afectados en su caso, 
perjuicio causado y cantidad defraudada, como circunstancias que puedan agravar o 
atenuar la graduación a aplicar a la infracción cometida (Art 39).  
Concretamente el artículo 7.1 de la LISOS tipifica como infracción grave no formalizar 
por escrito el contrato de trabajo cuando este requisito sea exigible o cuando lo haya 
solicitado el trabajador. Las sanciones graves, recoge el artículo 40.1, se castigarán con 
multa, en su grado mínimo, de 626 a 1.250 euros, en su grado medio de 1.251 a 3.125 
euros; y en su grado máximo de 3.126 a 6.250 euros. Se impondrá, además, una multa 
por cada trabajador afectado, en este caso corresponderían un total de 16 (excluyendo a 
las niñas nacionales de Burkina faso). En el hipotético caso de que las dos menores de 
edad provenientes de Uagadugú hubieran trabajado también en el barco estaríamos 
además ante una infracción muy grave según el artículo 8.4 cuyas multas ascienden 
                                                          
58 V. Convenio sobre el trabajo marítimo del año 2006 hecho en Ginebra el 23 de febrero, Título II, 
Norma A2.1. 
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cada una en su grado mínimo, de 6.251 a 25.000 euros; en su grado medio de 25.001 a 
100.005 euros; y en su grado máximo de 100.006 euros a 187.515 euros. 
En principio esta es la aparente infracción que se desprende del caso con los datos de los 
que disponemos. Sin embargo el Real Decreto contempla una gran cantidad de 
infracciones y es de suponer que se habrían cometido muchas más, si bien como 
reiteramos no se desprenden más indicios del caso.  
5. Consideraciones finales. 
En conclusión, no procedería reconocer el derecho a la prestación por desempleo por no 
reunir los requisitos de la LGSS en cuanto a contingencia de desempleo ni cotización. 
Tampoco en el caso de la prestación familiar por no residir legalmente en España. 
Respecto al acta de infracciones laborales entendemos que se levanta por la ausencia del 
contrato de trabajo aunque pueden ser por muchas otras causas59 como mencionamos 
anteriormente. En tal caso el procedimiento sancionador finalizaría con una multa 
proporcional al número de infracciones cometidas y al número de sujetos afectados. 
 
IV. Se solicita informe razonado en el que se identifiquen y se analicen 
pormenorizadamente los distintos contratos de carácter mercantil que aparecen (o 
pudieran intuirse) en el caso expuesto (es recomendable la inclusión final de anexos 
relativos a los distintos contratos identificados y analizados). 
 
Dentro del caso que nos ocupa no se menciona expresamente la existencia de ningún 
contrato mercantil. No obstante podemos intuir varios contratos: Contrato de 
arrendamiento de buque, contrato de fletamento y contrato de transporte marítimo de 
mercancías. 
La premisa de estos contratos en el caso la encontramos en el primer párrafo que nos 
dice que el buque Pobre Mitrofán, con pabellón Español, procedente de Mauritania, 
llevaba un cargamento de la empresa Conservas y congelados Sousa-Holstein, S. A. 
Aquí entra en juego la propiedad del buque ya que se menciona que transportaba unas 
mercancías de la susodicha empresa pero no que el propio buque fuera de su propiedad. 
Para comprobarlo basta con acudir al Registro marítimo de buques y empresas navieras 
o bien al registro de bienes muebles. En cualquiera de ambos registros figurará el 
propietario actual60. No obstante por lo que se desprende del propio enunciado del caso 
se intuye que la propiedad del Pobre Mitrofán no pertenece a Sousa-Holstein S.A. lo 
cual nos lleva a la posibilidad de la existencia de los contratos mencionados arriba. 
 
                                                          
59 V. Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley 
sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social, arts. 6, 7 y 8. 
60 Al respecto véase FERNANDO SÁNCHEZ CALERO Y JUAN SÁNCHEZ-CALERO GUILARTE, 
Instituciones de Derecho Mercantil – Volumen II, 9ª ed., Thomson Reuters Aranzadi (2013), págs. 672 y 
ss. 
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1. Contrato de arrendamiento de buque. 
El contrato de arrendamiento de buque61 (Vid. Anexo VIII) es aquel en el cual su 
propietario (arrendador) se obliga mediante la percepción de un determinado canon 
denominado flete a poner a disposición de un tercero (arrendatario) y por tiempo un 
tiempo determinado el uso de un buque que no está ni armado ni equipado, es decir, que 
no dispone de la dotación precisa para poder navegar en las condiciones reglamentarias. 
El hecho de que sea el arrendatario el que explote el buque lo convierte en empresario 
marítimo o naviero, así como el hecho de que sea él quien se encargue de armar y 
equipar el buque le otorga la gestión náutica del mismo62.  
El empresario marítimo o naviero es aquella persona que explota por su cuenta y riesgo 
un buque aun cuando ello no constituya su actividad principal. Éste debe hallarse 
inscrito en el Registro Mercantil o de lo contrario responderá con todo su patrimonio de 
las obligaciones contraídas (art. 19.1 del C. de c. y art 81.1 R.R.M). El status de naviero 
garantiza una serie de limitaciones en cuanto a la responsabilidad frente a dichas 
obligaciones63.  
Volviendo al contrato, las obligaciones principales del arrendador son la de poner a 
disposición del arrendatario un buque que esté en perfectas condiciones de 
navegabilidad, debiendo efectuar las reparaciones pertinentes, responder por los vicios 
ocultos y defender al arrendatario de las intromisiones de terceros que dificulten el uso 
del buque. 
Por el otro lado el arrendatario tiene la obligación de pagar el precio o flete y destinar el 
buque al uso pactado. 
 
2. Contrato de fletamento. 
El contrato de fletamento64 (Vid. Anexo IX) es aquel por el que el fletante, propietario 
del buque, se obliga a poner un buque armado y equipado a disposición de un tercero 
denominado fletador, que se compromete a su vez al pago de un flete, bien en 
proporción a un período de tiempo delimitado o bien por la realización de uno o más 
viajes. Viene regulado en el Código de comercio, concretamente en los artículos 652 a 
718. La diferencia respecto al contrato de arrendamiento es que en este caso el buque sí 
                                                          
61 Al respecto véase F. SÁNCHEZ CALERO Y JUAN SÁNCHEZ-CALERO GUILARTE, Instituciones 
de Derecho Mercantil, Volumen II, 36ª ed., Thomson Reuters Aranzadi (2013), págs. 703 y ss. 
62 Al respecto véase F. SÁNCHEZ CALERO Y JUAN SÁNCHEZ-CALERO GUILARTE, Instituciones 
de Derecho Mercantil, Volumen II, 36ª ed., Thomson Reuters Aranzadi (2013), pág. 704. 
63 Sobre la limitación de la responsabilidad del naviero véase AURELIO MENENDEZ Y ÁNGEL ROJO, 
Lecciones de Derecho Mercantil, 8ª ed., Thonsom Reuters Civitas (2010), págs. 1105 y 1106. 
64 Al respecto véase F. SÁNCHEZ CALERO Y JUAN SÁNCHEZ-CALERO GUILARTE, Instituciones 
de Derecho Mercantil, Volumen II, 36ª ed., Thomson Reuters Aranzadi (2013), págs. 704 y ss. 
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está equipado y el fletante a través del capitán mantiene la posesión del buque65 y la 
gestión náutica del mismo, lo cual no impide que el capitán dependa del fletador en todo 
lo que a explotación comercial del buque se refiere. 
El contrato de fletamento es consensual pero una peculiaridad de este contrato es la 
exigencia de la existencia de un documento denominado póliza que ha de estar firmada 
por los contratantes y contiene una descripción de los elementos integrantes del contrato  
así como las condiciones o cláusulas que las partes libremente estipulen. 
Hay dos clases de fletamento: 
a) Fletamento por tiempo o “time charter”. 
En esta modalidad el fletante se compromete a poner a disposición del fletador un buque 
armado y equipado durante un período de tiempo determinado. 
b) Fletamento por viaje. 
En el fletamento por viaje el fletante además de poner el buque a disposición del 
fletador, se compromete además a realizar uno o más viajes, es decir, a un determinado 
resultado: la navegación del buque de un puerto a otro. 
El fletamento puede ser de uno o varios viajes (si el viaje es de ida y vuelta hablamos de 
“viaje redondo”) y de la totalidad del buque o de una parte. 
En cuanto a las obligaciones nacidas del contrato: 
En cualquier clase de fletamento el fletante tiene la obligación de poner a disposición 
del fletador el buque designado en el contrato en el momento y lugar que en dicho 
contrato se haya previsto, en buenas condiciones de navegabilidad66, armado y equipado 
(con los pertrechos precisos y la tripulación necesaria) así como la documentación 
necesaria para navegar. Las condiciones para navegar se adecuarán al destino del buque 
que se haya acordado y deberán ser mantenidas por el fletante durante el viaje o el 
tiempo que dure el fletamento. 
No obstante en el fletamento por viaje observamos algunas peculiaridades en las 
obligaciones del fletante. Por un lado éste debe iniciar el viaje en el tiempo pactado (art. 
673 C. de c.)67, siguiendo la ruta prevista para llegar lo más rápido al puerto de destino 
(art. 618.7 C. de c.) y por otro tiene la obligación de entregar al fletador el conocimiento 
de embarque, que es un título probatorio de la recepción de las mercancías a bordo y 
que permitirá al fletador retirarlas al final del viaje. 
En cuanto a  las obligaciones del fletador distinguimos algunas diferencias según sea 
por viaje o por tiempo. 
En el fletamento por tiempo el fletador debe utilizar el buque según lo acordado en la 
póliza y nunca para uso distinto del que aparece en el contrato, debiendo devolverlo en 
                                                          
65 V. Sentencia del TS de 1 de abril de 1995 (RJ 1995, 2924). 
66 V. Sentencia del TS de 2 de junio de 2010 (RJ 2010, 2665). 
67 V. Sentencia del TS de 6 de julio de 2009 (RJ 2009,4454). 
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el puerto que se indique en la póliza. Los gastos de combustible, agua de calderas, carga 
y descarga, practicaje y otros son por lo general a cargo de éste. 
En el caso del fletamento por viaje el fletador debe efectuar la carga en el plazo pactado, 
lo cual es muy conveniente para el fletante pues es el que asume los gastos de 
permanencia del buque en el puerto (que normalmente son muy elevados). Para ello 
suelen fijarse unos días  en la póliza, denominados estadías o días de plancha, en los 
cuales el fletador no se hace cargo de dichos gastos. Más allá de estos corren a su 
cuenta. 
La obligación principal del fletador de todo contrato de fletamento es la de pagar el 
flete. En el fletamento por tiempo el precio será proporcional al tiempo que dure el 
contrato (art. 658.1 y 2 C. de c.) mientras que en el fletamento por viaje el precio 
consiste en una cantidad alzada en proporción a la cabida del buque o a la carga (art. 
658.3 C. de c.). El fletante tiene un derecho de crédito privilegiado para el cobro del 
flete sobre el importe de la venta del cargamento. 
 
3. Contrato de Transporte Marítimo. 
Por el contrato de transporte marítimo68 (Vid. Anexo X) una persona denominada 
porteador se compromete, a cambio de un determinado precio, a transportar por mar, de 
un lugar a otro, mercancías bajo su propia custodia. La diferencia, por tanto, con el 
contrato de transporte en general reside en el medio a través del cual se efectúa. 
En nuestro ordenamiento este contrato tiene un doble régimen: 
1º Por un lado tenemos el contrato de transporte marítimo internacional regido por la 
Ley de Transporte Marítimo de 194969.  
2º Por el otro lado el denominado transporte de cabotaje así como todo contrato de 
transporte no regulado por la Ley de Transporte Marítimo de 1949 y que han de regirse 
por las disposiciones del Código de Comercio70. 
La principal diferencia entre estos dos regímenes radica en que el primero es de carácter 
imperativo y no puede modificarse en perjuicio de los tenedores del conocimiento de 
embarque siendo nula toda cláusula que exonere al porteador de responsabilidad fuera 
de los supuestos tasados que fija la Ley de Transporte Marítimo (art. 10)71. Esto no 
impide en cambio la inclusión de cláusulas que agraven la responsabilidad del porteador 
(art. 14).  
                                                          
68 Al respecto véase F. SÁNCHEZ CALERO Y JUAN SÁNCHEZ-CALERO GUILARTE, Instituciones 
de Derecho Mercantil, Volumen II, 36ª ed., Thomson Reuters Aranzadi (2013), págs. 717 y ss. 
69 La L.T.M. introdujo en España las llamadas “Reglas de la Haya”, contenidas en el Convenio de 
Bruselas de 1924, sobre conocimientos de embarque, que se han visto modificadas por los Protocolos de 
23 de febrero de 1969 y 21 de diciembre de 1979, dando lugar a las llamadas “Reglas de la Haya-Visby”. 
70 Sobre la no aplicación de la L.T.M. al transporte de cabotaje, ver Sentencia del TS de 24 de mayo de 
1984 (RJ 1984,2808) y Sentencia del TS de 3 de diciembre de 1990 (RJ 1990, 9542). 
71 V. Sentencia del TS de 21 de junio de 1980 (RJ 1980, 2726). 
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El Código de Comercio, en cambio, contiene normas que son por lo general de carácter 
dispositivo dando un amplio margen a la autonomía de la voluntad de las partes. Esto 
permite a los porteadores la inclusión de cláusulas y condiciones que normalmente son 
muy perjudiciales para los cargadores. 
EL contrato de Transporte Marítimo de mercancías es un contrato consensual, si bien 
suele documentarse por medio del denominado conocimiento de embarque (Vid. Anexo 
XI). Dicho conocimiento constituye una prueba de la celebración del contrato y es 
esencial para que se aplique el régimen de transporte internacional de la L.T.M. de 
194972. Además el conocimiento de embarque cumple otras funciones: 
1º Es un documento probatorio con presunción iuris tantum de la realización del 
cargamento en el buque y del contenido y características de la carga (art. 706 y 709 del 
C. de c. y 21 de la L.T.M)73. En el régimen de transporte internacional se protege al 
tercero adquirente de buena fe del conocimiento de embarque no admitiendo prueba en 
contrario (art.3.4 del Convenio, modificado por el protocolo de 1968). 
2º El conocimiento otorga el derecho a la entrega de las mercancías en el puerto de 
destino, es decir, es un título de tradición que permite a su poseedor disponer de ellas 
(art. 708 del C. de c.). 
El conocimiento de embarque contiene una serie de elementos identificadores del 
contrato. Algunas indicaciones se refieren a los elementos personales del contrato y la 
delimitación del viaje (arts. 706.5 y 706.7 del C. de c. y arts. 18.1 y 18.6 de la L.T.M. de 
1949). Otras ofrecen una descripción de las mercancías pero mientras que el Código de 
Comercio limita dicha descripción a la cantidad, calidad, número de bultos y marca de 
la mercancía, la L.T.M. exige un mayor detalle al referirse a su estado y condición 
aparentes (arts. 18.7 y 18.9). La determinación de dicho estado o condición aparente se 
basa principalmente en la descripción ofrecida por el propio cargador si bien el 
porteador puede oponer reservas a la declaración hecha por él. La doctrina denomina 
conocimiento neto o limpio a aquel que no contiene reserva alguna por parte del 
porteador74. 
Del conocimiento de embarque se sacan cuatro copias idénticas (art. 707 C. de c.), 
entregando un ejemplar al naviero, al capitán, al cargador y al consignatario, si bien sólo 
el de este último tiene el carácter de título-valor. No obstante en la práctica sólo se 
suelen emitir dos copias, una para el capitán y otra para el cargador que lo negocia y 
envía al consignatario. 
En cuanto a las obligaciones del porteador, este debe transportar las mercancías de un 
lugar a otro en el mismo estado en que las recibió. Tiene por tanto dos obligaciones 
fundamentales, el transporte y custodia de las mercancías desde el mismo momento en 
que las reciba por el cargador y las devuelva al consignatario.  
                                                          
72 V. Sentencia del TS de 26 de abril de 1995 (RJ 1995, 3550). 
73 V. Sentencia del TS de 10 de julio de 1967 y Sentencia del TS de 31 de marzo de 1983 (RJ 1983, 
1655). 
74 V. Sentencia del TS de 2 de noviembre de 1983 (RJ 1983, 5952). 
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Antes de iniciar el viaje el porteador debe emplear la “debida diligencia en poner el 
buque en estado de navegabilidad” (arts. 5 y 8 L.T.M.)75 y en el transporte de las 
mercancías, cuidar de la carga y de la estiba de la mercancía (art. 612.5 C. de c.) y 
emitir el conocimiento de embarque a solicitud del cargador (arts. 5.4 de la L.T.M. y 
706 del C. de c.). 
Durante el viaje debe seguir la ruta prevista en el contrato, no pudiéndose salir de la 
misma salvo “justa causa” (art. 618.6 del C. de c.), así como custodiar el cargamento 
(art. 618 C. de c. y art 5.3 de la L.T.M)76. 
Al fin del trayecto deberá cuidar de la descarga de las mercancías y entregarlas al 
destinatario. 
Respecto a las obligaciones del cargador, éste debe entregar las mercancías al porteador 
para su transporte. Dichas mercancías deben ser exactamente las que figuren en el 
contrato o conocimiento de embarque (art. 681 C. de c.). Así mismo debe pagar el 
precio acordado o flete. 
 
4. Seguro Marítimo. 
Otro contrato que puede intuirse es el de seguro marítimo77 (Vid. Anexo XII). Éste es 
una modalidad del contrato de seguro que pretende tener indemne al asegurado de los 
posibles daños que se produzcan como consecuencia de los riesgos de la navegación 
marítima. Se trata de un seguro de daños en sentido estricto. 
La regulación convencional responde a las pólizas-tipo y, por presión de los propios 
navieros, de los reaseguradores ingleses y de cierta inercia; a las cláusulas del Instituto 
de Aseguradores de Londres.  
Se distinguen con relación al interés expuesto al riesgo cuatro tipos de seguros 
marítimos: de buques, de cargamento, de beneficio esperado y de responsabilidad. Por 
la duración del contrato puede ser un seguro por tiempo o por viaje. 
El contrato se formaliza a través de la denominada póliza, requisito imprescindible (art. 
737.1 C. de c.)78 que sirve además como medio de prueba. En ella deben figurar los 
elementos esenciales del contrato (art. 738 –no todas las menciones son necesarias-) 
tales como el asegurador, el tomador, el riesgo asegurado, la prima... etc. 
Como hemos dicho el interés asegurado  es la relación de contenido económico entre un 
sujeto y un bien. En el seguro de buques, el objeto del interés es el propio buque. Salvo 
                                                          
75 V. Sentencia del TS de 2 de junio de 2010 (RJ 2010, 2665). 
76 V. Sentencia del TS de 23 de noviembre de 1996 (RJ 1996, 8644); Sentencia del TS de 29 de 
noviembre de 2002 (RJ 2002, 10403) y Sentencia del TS de 6 de julio de 2009 (RJ 2009, 4454). 
77 Al respecto véase F. SÁNCHEZ CALERO Y JUAN SÁNCHEZ-CALERO GUILARTE, Instituciones 
de Derecho Mercantil, Volumen II, 36ª ed., Thomson Reuters Aranzadi (2013), págs. 750 y ss. 
78 V. Sentencia del TS de 30 de marzo de 1985 (RJ 1985, 1258) y Sentencia del TS de 28 de marzo de 
2005 (RJ 2005, 2615). 
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que se especifique lo contrario se entienden “comprendidos en él las máquinas, 
aparejos, pertrechos y cuanto esté adscrito al buque; pero no su cargamento, aunque 
pertenezca al mismo naviero” (art. 745.1). En el seguro de mercancías serán éstas el 
bien asegurado, debidamente individualizadas en la póliza. En el seguro del beneficio 
esperado se cubre el mayor valor comercial que se espera que alcancen las mercancías 
en el momento de la conclusión del contrato (art. 748). El flete también puede ser objeto 
de interés y por tanto asegurado (art. 743.7). Y finalmente el seguro de responsabilidad 
que puede abarcar los gastos de contribución de avería común, de abordaje u otras 
causas. 
El riesgo es la posibilidad de un evento dañoso  que implica la lesión de un interés. En 
el seguro marítimo no se asegura contra un determinado riesgo de una concreta 
naturaleza sino contra una universalidad o conjunto de riesgos79.  
Las obligaciones de tomador del seguro o contratante son las del pago de la prima en el 
lugar tiempo y forma convenido en la póliza (art. 738.13 del C. de c.), así como la 
comunicación al asegurador de las circunstancias que influyan en los riesgos asegurados 
(arts. 756, 765 y 791 y ss.).  
La obligación principal del asegurador es la del pago de la indemnización al asegurado 
cuando se produzca el evento dañoso pudiendo realizarlo a través de la liquidación por 
avería o por abandono. En la primera el asegurador paga una indemnización 
proporcional al daño que realmente se ha producido. En la liquidación por abandono en 
cambio el asegurado tiene la facultad de realizar una declaración de abandono de las 
cosas aseguradas al asegurador, transfiriéndole los derechos que tiene sobre ellas, a 
cambio del pago de la totalidad de la suma asegurada. No obstante este supuesto sólo es 
posible en determinados casos señalados por la ley (los denominados “siniestros 
mayores”)80, esto es: por pérdida total de las cosas aseguradas, cuando el buque queda 
absolutamente inhábil para la navegación y cuando las pérdidas sufridas superan las ¾ 
partes del valor asegurado (pérdida económica). 
 
5. Consideraciones finales 
A raíz del enunciado del caso “el buque Pobre Mitrofán, con pabellón Español, 
procedente de Mauritania, que llevaba un cargamento de la empresa Conservas y 
congelados Sousa-Holstein, S. A.” cabría intuir que Sousa-Holstein S.A. no es 
propietaria del buque y que tiene firmado con el propietario de éste un contrato para 
poder transportar sus mercancías o bien lo tiene arrendado. Los únicos contratos que se 
ajustan a este caso son el de fletamento, arrendamiento de buque y transporte marítimo 
de mercancías. Sin contar con más datos es imposible dar una respuesta firme y tajante 
de ante cual nos encontramos.  
Por su parte el contrato de seguro está presente en casi la totalidad de contratos 
marítimos de este tipo por lo que es perfectamente posible que Sousa-Holstein S.A. 
haya firmado un contrato de seguro de mercancías, beneficio esperado, flete o 
responsabilidad. 
                                                          
79 V. Sentencia del TS de 23 de julio de 1998 (RJ 1998, 7322). 
80 V. Código de Comercio, art. 789. 
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V. Se solicita informe razonado en el que se analice pormenorizadamente la 
responsabilidad que pudiera tener el Sr. Silvestre-Holms, en su condición de 
administrador de la empresa Conservas y congelados Sousa-Holstein, S. A. 
 
El cargo de administrador de una sociedad de capital lleva implícita una serie de 
responsabilidades tanto de carácter civil como tributario, laboral e incluso penal. A la 
hora de analizar la responsabilidad del Sr. Silvestre Holms conviene distinguir de cuál 
de ellas responde así como determinar si el hecho de ostentar simultáneamente el cargo 
de Senador de las Cortes tiene alguna relevancia en el caso. 
 
1. La responsabilidad civil. La acción social y la acción individual. 
La normativa básica que determina la responsabilidad civil del administrador de una 
sociedad de capital la encontramos recogida por un lado en el artículo 1902 del Código 
Civil “El que por acción u omisión causa daño a otro, interviniendo culpa o 
negligencia, está obligado a reparar el daño causado” y, más concretamente en el 
artículo 236 y siguientes de la Ley de Sociedades de Capital81 (a partir de ahora LSC): 
“Los administradores de derecho o de hecho como tales, responderán frente a la 
sociedad, frente a los socios y frente a los acreedores sociales, del daño que causen por 
actos u omisiones contrarios a la ley o a los estatutos o por los realizados incumpliendo 
los deberes inherentes al desempeño del cargo”. 
Dichos deberes vienen delimitados por la LSC en sus artículos 225 y siguientes y 
abarcan varias obligaciones82 que, en el caso de incumplimiento dará lugar a 
responsabilidad: desempeñar el cargo con la diligencia de un ordenado empresario, 
deber de lealtad, deber de no competencia, buscar siempre el interés de la sociedad, no 
emplear el nombre de la sociedad ni invocar su condición de administrador para la 
realización de operaciones por cuenta propia o de personas a él vinculadas…etc. 
Podríamos determinar que los requisitos83 para la existencia de responsabilidad del 
administrador de una sociedad son: 
1º La acción u omisión con culpa o negligencia contraria a la Ley, los estatutos de la 
sociedad o incumpliendo los deberes inherentes del cargo. 
2º Que dicha acción u omisión cause un perjuicio o un daño a la sociedad. 
3º Una relación de causalidad entre el acto lesivo y el daño causado. 
Por tanto la responsabilidad sólo surge cuando el administrador actúa en condición de 
tal, es decir como órgano social, y no cuando actúa como mero socio o particular. 
                                                          
81 V. Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de 
Sociedades de Capital. 
82 Al respecto véase F. SÁNCHEZ CALERO Y JUAN SÁNCHEZ-CALERO GUILARTE, Instituciones 
de Derecho Mercantil, Volumen I, 35ª ed., Thomson Reuters Aranzadi (2012), págs. 494 y ss. 
83 Ibíd. pág. 506. 
37 
 
La responsabilidad civil por estos actos lesivos se extiende tanto a los administradores 
únicos/ mancomunados/ solidarios como al consejo de administración así como al 
administrador persona jurídica (art. 212 bis) y los administradores de hecho no inscritos 
(art. 214.3) incluso aunque hayan cesado el cargo84 como veremos más adelante.  
Las vías para reclamar la responsabilidad civil del administrador son dos: la acción 
social de responsabilidad (art. 238) y la acción individual de responsabilidad (art. 
241)85. 
La acción social 
La acción social reconocida en el artículo 238 de la Ley de Sociedades de Capital es una 
acción que permite a la sociedad actuar en contra del administrador que ha causado un 
perjuicio o daño a su patrimonio como consecuencia del incumplimiento de las 
obligaciones, deberes o diligencias que le impone la Ley o los estatutos. Esta acción por 
tanto busca proteger el patrimonio de la sociedad y podrá ser invocada siempre y 
cuando se cumplan los requisitos de responsabilidad que mencionamos arriba: acción u 
omisión con culpa o negligencia contraria a la Ley o los estatutos, que cause un daño 
real y que exista un nexo causal. La legitimación para interponer la acción de 
responsabilidad social la ostentan: 
a) En primer lugar la sociedad, previo acuerdo de la junta general aunque no conste en 
el orden del día, por mayoría ordinaria. Los estatutos no podrán contener una mayoría 
distinta para la adopción del acuerdo que tenga por objeto el ejercicio de la acción social 
de responsabilidad y, en el caso de contenerla se tendrá por no puesta (art. 238 LSC). 
b) En segundo lugar los accionistas  cuando soliciten Junta a tal efecto al menos un 
mínimo del 5% del Capital social y también cuando los administradores no convocasen 
la junta general solicitada a tal fin, cuando la sociedad no la entablare dentro del plazo 
de un mes, contado desde la fecha de adopción del correspondiente acuerdo, o bien 
cuando éste hubiere sido contrario a la exigencia de responsabilidad (art. 239 LSC). 
c) Por último los acreedores sociales, cuando no haya sido ejercitada por la sociedad o 
sus socios, siempre que el patrimonio social resulte insuficiente para la satisfacción de 
sus créditos (art. 240 LSC). Se trata de una acción subsidiaria que requiere la actuación 
previa de la sociedad y de los socios. 
La acción social de responsabilidad prescribe tal y como establece el artículo 949 del 
Código de Comercio a los cuatro años a contar desde que por cualquier motivo cesaren 
en el ejercicio de la administración por lo que se puede afirmar que el administrador 
responde durante un plazo de cuatro años por las acciones u omisiones que haya 
realizado durante el ejercicio de su cargo.  
La acción individual 
La acción individual de responsabilidad se recoge en el artículo 241 de la LSC y es una 
acción que se contempla para aquellos socios, acreedores o terceros perjudicados que 
han sufrido un perjuicio como consecuencia de los actos culposos del administrador. A 
                                                          
84 Ibíd. pág. 508. 
85 Ibíd. págs. 509 y ss. 
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diferencia de la acción anterior, ésta protege el patrimonio de los particulares y no el de 
la sociedad.  
Los requisitos para poder ejercitar la acción individual de responsabilidad son 
nuevamente los mismos mencionados arriba: constatación de daño real, nexo de 
causalidad, acción u omisión… No obstante se exige para poder efectuar esta acción que 
el tercero sea titular de una deuda vencida, líquida y exigible. 
Al igual que en la acción anterior, la acción individual prescribe a los 4 años a contar 
desde que por cualquier motivo cesaren en el ejercicio de la administración. 
 
2. La responsabilidad penal 
Debemos partir aquí de la base de que en nuestro ordenamiento jurídico no se 
contemplaba, hasta la entrada en vigor de la Ley Orgánica 5/2010 que reformó el 
Código Penal, la posibilidad de que una persona jurídica pudiera ser penalmente 
responsable (“Societas delinquere non potest”). Lo que se contemplaba era la 
imputación de dicha responsabilidad al administrador de la sociedad tanto de hecho 
como de derecho (Art. 31 CP) junto a la aplicación de las denominadas “consecuencias 
accesorias” contempladas en el artículo 129 CP: 
- Clausura de la empresa/ locales con carácter temporal o definitivo. 
- Disolución de la sociedad. 
- Suspensión de las actividades de la empresa por un plazo no superior a 5 años. 
- Prohibición temporal o definitiva, de realizar en el futuro actividades, operaciones 
mercantiles o negocios de la clase de aquellos en cuyo ejercicio se haya cometido, 
encubierto o favorecido el delito. 
- La intervención de la empresa para salvaguardar los derechos de los trabajadores o de 
los acreedores por el tiempo necesario y sin que exceda de un plazo máximo de 5 años. 
No obstante con la modificación de la Ley Orgánica 5/2010 el Código Penal contempla 
la responsabilidad penal de las personas jurídicas tanto por los delitos cometidos por 
cuenta de las mismas y en su propio provecho por sus representantes legales y 
administradores de hecho o de derecho como aquellos cometidos por las personas 
sometidas a su autoridad por no haber ejercido la persona jurídica el debido control 
sobre sus empleados86. 
Entre los delitos expresamente previstos en el Código que se les puede imputar a las 
personas jurídicas están: 
- Corrupción entre particulares (art. 286 bis).  
- Estafa de inversores (art. 282 bis).  
- Corrupción en las transacciones comerciales (art. 278).  
                                                          
86 V. Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, arts. 31 y 31 bis. 
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- Contra la propiedad intelectual e industrial (art. 270).  
- Alzamiento de bienes/insolvencia punible (art. 261 bis).  
- Blanqueo de capitales (art. 302).  
- Ataques a sistemas informáticos (art. 197).  
- Delitos medioambientales (art. 327).  
- Contra Hacienda Pública y SS (art. 310 bis).  
- Tráfico ilegal de inmigrantes (art. 318 bis).  
- Otros. 
Además encontramos en el CP una serie de delitos cometidos en el seno de una empresa 
por aquellas personas que, como los administradores, ostentan el control de la misma y 
perjudican con sus acciones el correcto funcionamiento o el patrimonio de la empresa, 
los socios o terceros. Estos vienen recogidos en los artículos 290 al 297. Concretamente 
el 295 hace referencia a la responsabilidad del administrador: 
“Los administradores de hecho o de derecho o los socios de cualquier sociedad 
constituida o en formación, que en beneficio propio o de un tercero, con abuso de las 
funciones propias de su cargo, dispongan fraudulentamente de los bienes de la 
sociedad o contraigan obligaciones a cargo de ésta causando directamente un perjuicio 
económicamente evaluable a sus socios, depositarios, cuenta partícipes o titulares de 
los bienes, valores o capital que administren, serán castigados con la pena de prisión 
de seis meses a cuatro años, o multa del tanto al triplo del beneficio obtenido.” 
Quedarían excluidas de este régimen de responsabilidad penal: el Estado, las 
Administraciones Públicas territoriales e institucionales, los Organismos Reguladores, 
las Agencias y Entidades Públicas Empresariales, las organizaciones internacionales de 
derecho público y aquellas otras que ejerzan potestades públicas de soberanía, 
administrativas o cuando se trate de Sociedades mercantiles Estatales que ejecuten 
políticas públicas o presten servicios de interés económico general (art. 31 bis núm. 5). 
Las penas aplicables a las personas jurídicas aparecen reguladas en el artículo 33.7 del 
Código: 
“a) Multa por cuotas o proporcional. 
b) Disolución de la persona jurídica. La disolución producirá la pérdida definitiva de 
su personalidad jurídica, así como la de su capacidad de actuar de cualquier modo en 
el tráfico jurídico, o llevar a cabo cualquier clase de actividad, aunque sea lícita. 
c) Suspensión de sus actividades por un plazo que no podrá exceder de cinco años. 
d) Clausura de sus locales y establecimientos por un plazo que no podrá exceder de 
cinco años. 
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e) Prohibición de realizar en el futuro las actividades en cuyo ejercicio se haya 
cometido, favorecido o encubierto el delito. Esta prohibición podrá ser temporal o 
definitiva. Si fuere temporal, el plazo no podrá exceder de quince años. 
f) Inhabilitación para obtener subvenciones y ayudas públicas, para contratar con el 
sector público y para gozar de beneficios e incentivos fiscales o de la Seguridad Social, 
por un plazo que no podrá exceder de quince años. 
g) Intervención judicial para salvaguardar los derechos de los trabajadores o de los 
acreedores por el tiempo que se estime necesario, que no podrá exceder de cinco años. 
La intervención podrá afectar a la totalidad de la organización o limitarse a alguna de 
sus instalaciones, secciones o unidades de negocio.” 
Por lo expuesto y al igual que sucede con la responsabilidad civil, la persona jurídica no 
responde per se de los delitos cometidos por un representante legal o administrador suyo 
sino que es necesario que éste haya actuado en calidad de representante de la persona 
jurídica y en el marco de sus funciones empresariales. Además es necesario en este caso 
que se produzca un provecho por parte de la sociedad, un provecho que tal y como 
aclara la Circular 1/2011 de la Fiscalía General del Estado debe ser objetivo e 
hipotéticamente razonable. 
En el caso de que se condene a un administrador por un delito, además de la pena que 
lleve aparejada, puede ser susceptible de una indemnización a los perjudicados por 
responsabilidad civil. 
 
3. Responsabilidad tributaria. 
La responsabilidad tributaria del administrador puede ser tanto solidaria como 
subsidiaria87. No obstante este tipo de responsabilidad tiene un profundo carácter 
subsidiario pues en principio toda responsabilidad será subsidiaria salvo precepto legal 
expreso (art. 41.2 LGT).  
Como norma general, responderán solidariamente en los supuestos de autoría de la 
infracción tributaria mientras que se responderá subsidiariamente si se considera que 
han actuado con pasividad, sin la debida diligencia o bien consintiendo o posibilitando 
que otros realizaran la infracción. 
Salvo mención expresa en la Ley la responsabilidad tributaria alcanzará a la totalidad de 
la deuda (art. 41.3 LGT) y de la misma forma salvo que en la norma se diga lo contrario 
no alcanzará a las sanciones. 
Los supuestos de responsabilidad solidaria vienen recogidos en el artículo 42 LGT y los 
de responsabilidad subsidiaria en el artículo 43 LGT. 
 
                                                          
87 Al respecto, la Ley General Tributaria, art. 41.1 dice: “La ley podrá configurar como responsables 
solidarios o subsidiarios de la deuda tributaria, junto a los deudores principales, a otras personas o 
entidades”. 
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4. Responsabilidad laboral. 
La responsabilidad laboral de los administradores surge de las obligaciones nacidas de 
los contratos o infracciones administrativas laborales y delitos contra los derechos de 
los trabajadores.  
Así pues, el artículo 318 del Código Penal determina que responderán por 
responsabilidad penal de los delitos contra derechos de los trabajadores los 
administradores y encargados del servicio que conociendo y pudiendo remediarlo no 
adopten las medidas pertinentes en cuestiones de seguridad e higiene, que impongan 
condiciones laborales o de seguridad social lesivas, que lleven a cabo actos de tráfico 
ilegal de mano de obra, discriminación laboral o impongan limitaciones a la libertad 
sindical y al derecho de huelga (Arts. 311 al 317 CP). 
Las penas van desde los 6 meses a los 5 años de prisión y multas de 6 a 24 meses. 
Incurrirán también en responsabilidad los administradores en deudas por cuotas a la 
Seguridad Social cuando, una vez acreditada la existencia de causa legal de disolución, 
estos hayan incumplido las obligaciones recogidas en los artículos 365 y 366 de la Ley 
de Sociedades de Capital, es decir, no haber convocado la junta general para que adopte 
el acuerdo de disolución o bien no haber solicitado la disolución judicial (o el concurso) 
cuando la junta no se hubiera constituido o cuando su acuerdo hubiera sido contrario a 
la disolución o al concurso. Los administradores que incumplan las obligaciones 
anteriores responderán solidariamente de las obligaciones surgidas posteriormente al 
acaecimiento de la causa legal de disolución (art. 367.2 LSC) 
Se podrá además exigir responsabilidad a través de las acciones previstas en la 
legislación mercantil por daños o por responsabilidad objetiva. 
 
5. Condición de Senador y procedimiento de detención. 
Un punto importante que debe analizarse es si la condición de Senador del Sr. Silvestre 
Holms influye en el procedimiento de detención llevado a cabo por la autoridad judicial. 
A raíz de los datos desprendidos del caso podemos dar por supuesto que la detención se 
fundamenta en un delito de tráfico ilícito de inmigrantes. La actuación en principio es 
conforme a derecho al adecuarse al procedimiento de detención recogido en los 
artículos 489 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.  
Dicho lo anterior tenemos que tener en cuenta no obstante que el Sr. Silvestre Holms es 
Senador de las Cortes y que como tal goza de inmunidad penal. La inmunidad penal es 
un principio recogido en el artículo 71.2 de la Constitución Española por el cual los 
Diputados y Senadores sólo podrán ser detenidos en caso de flagrante delito88 y no 
podrán ser inculpados ni procesados sin la previa autorización de la Cámara respectiva. 
Esta inmunidad se extiende a cualquier delito sin importar su gravedad. El fundamento 
constitucional de esta inmunidad radica no en la protección de los Diputados y 
Senadores frente a la improcedencia de las acciones penales sino en la  protección del 
                                                          
88 V. Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, art. 751. 
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funcionamiento de las Cámaras frente a posible instrumentalización política de la vía 
penal en su contra89. 
El procedimiento correcto a seguir para efectuar la detención lo encontramos en la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal, concretamente en los artículos 750 y siguientes. Así pues, 
se estipula que el juez o tribunal que encuentre méritos para procesar penalmente a un 
Diputado o Senador deberá solicitar la autorización del cuerpo Colegislador 
correspondiente, en este caso al Senado. Dicha autorización revestirá la forma de 
“suplicatorio” (Art. 755 LECrim.) debiéndose remitir con este los cargos que se le 
imputen con inclusión de los dictámenes del Fiscal y de las peticiones particulares en 
que se haya solicitado la autorización. Si la autoridad judicial, como parece ser este el 
caso, inculpa o procesa a un Senador o Diputado sin seguir este procedimiento incurre 
en un delito que puede llevar aparejada una inhabilitación para ejercer el cargo de hasta 
20 años (Art. 501 CP). Inclusive cualquier autoridad o funcionario público que efectúe 
la detención sin cumplir los requisitos de flagrante delito o procedimiento suplicatorio 
podría llevar aparejada una inhabilitación especial de hasta 12 años (Art. 500 CP). 
Tras constatar la condición de Senador del Sr. Silvestre la autoridad judicial que hasta el 
momento conocía e instruía el caso debe traspasar sus actuaciones a la Sala de lo Penal 
del Tribunal Supremo de acuerdo a lo establecido en el artículo 57 de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial la cual tiene la competencia exclusiva para conocer de la instrucción 
y enjuiciamiento de las causas contra los Senadores y Diputados. Tras asumir la 
competencia y designar a un instructor, el TS llevará a cabo el suplicatorio y lo 
tramitará por conducto del Ministro de Gracia y Justicia (Art. 756 LECrim.). 
Una vez remitido, el procedimiento a seguir a partir de aquí es el establecido en el 
artículo 22 del Reglamento del Senado: 
1) El Presidente del Senado, una vez recibido el suplicatorio, lo remitirá acto seguido a 
la Comisión de Suplicatorios, la cual, reclamando, en su caso, los antecedentes 
oportunos y con audiencia del interesado, deberá emitir dictamen en un plazo máximo 
de treinta días. El debate del dictamen será incluido en el orden del día del primer 
Pleno ordinario que se celebre. 
2) El Senado se reunirá en sesión secreta para ser informado del dictamen sobre el 
suplicatorio de que se trate. Se podrá abrir debate relativo a la concesión del 
suplicatorio, con dos turnos a favor y dos en contra de forma alternativa. 
3) El Presidente del Senado, en el plazo de ocho días, contados a partir del acuerdo de 
la Cámara, dará traslado del mismo al Tribunal Supremo enviándole copia autorizada 
de la resolución adoptada. 
4) El suplicatorio se entenderá denegado si la Cámara no se hubiese pronunciado 
sobre el mismo en el plazo de sesenta días naturales, computados durante el período de 
sesiones, a partir del día siguiente al del recibo del suplicatorio. 
5) Concedido el suplicatorio y firme el auto de procesamiento, la Cámara podrá 
acordar por mayoría absoluta de sus miembros, y según la naturaleza de los hechos 
imputados, la suspensión temporal en la condición de Senador. 
                                                          
89 V. Sentencia del TC de 22 de julio 90/1985 y sentencia del TC de  28 noviembre 206/1992. 
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La sesión en que la Cámara se pronuncie sobre la procedencia de la suspensión será 
secreta. No obstante deben motivar el acuerdo que adopten valorando explícitamente los 
motivos de su decisión y sólo podrá denegarse la autorización para proceder si se 
percibe claramente un intento de alterar el correcto funcionamiento o la composición de 
las Cámaras90. 
En el caso de que el Senado negase la autorización se sobreseerá respecto al Senador 
pero continuará la causa contra los demás procesados (Art. 754 LECrim.). 
 
6. Consideraciones finales. 
A partir de los datos desprendidos del caso es difícil determinar la responsabilidad del 
administrador Silvestre Holms. Haría falta una instrucción del caso para comprobar 
hasta qué punto actuó en condición de administrador de la empresa Sousa-Holstein S.A. 
y hasta dónde llegaría su responsabilidad. 
Lo que sí podemos concluir es que la especial condición de Senador del Sr. Silvestre 
Holms es un factor determinante en el proceso de detención llevado a cabo por la 
autoridad judicial. Tratándose de un funcionario de las Cortes Generales dicho juez 
debió seguir los pasos mencionados en este informe pues de otra forma el Sr. Silvestre 
podría acogerse al procedimiento de “habeas corpus” reconocido en el artículo 17.4 de 
la Constitución Española y desarrollado por la LO 6/1984, además de incurrir el juez en 
el delito del artículo 501 CP.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                          
90 V. Sentencia del TC de 22 de julio 90/1985 y Sentencia del TC de  28 noviembre 206/1992. 
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Anexo IX 
 
 
En............... ,a............... de............... de...............  
REUNIDOS  
De un parte, ............... con domicilio en ............... , calle............... , nº............... . 
Constituida regularmente con arreglo a las leyes de , en documento público otorgado 
ante el fedatario D. ............... , e inscrita en el registro mercantil con el número............... 
. Actúa en su calidad de ............... . Se halla representada por D. ............... , Consejero 
Delegado de la entidad, según poderes recogidos en escritura pública otorgada ante D. 
............... convenientemente registrados en ............... al ............... , con NIF ...............  
En adelante FLETANTE  
Y de otra D. ............... , con domicilio en ............... calle ............... nº ............... 
representada por don ............... en su calidad de ............... ,con D.N.I o NIF en su caso 
............... . En adelante FLETADOR.  
MANIFIESTAN  
1.- El fletante ostenta la propiedad de un buque de nombre ............... , bajo bandera 
............... clasificado como ............... y de ............... toneladas de peso muerto, con 
............... pies cúbicos de capacidad y ............... navegar a plena carga a la velocidad de 
............... nudos con buen tiempo y mar llana, siendo su consumo de ............... toneladas 
de combustible líquido. Se encuentra inscrito en el Registro de buques al Tomo 
..............., folio ..............., número ............... y se halla libre de cargas y gravámenes, no 
estando sujeto a embargo o retención judicial.  
2.- Se encuentra asegurado en la Compañía ............... con póliza número ............... de 
fecha ..............., que habrá de mantenerse vigente o sustituida por otra de las mismas 
características sin solución de la continuidad durante toda la vigencia de este contrato.  
3.- El fletador necesita para sus operaciones comerciales de transporte un buque de las 
características indicadas y, en consecuencia, reconociéndose ambas partes capacidad 
bastante para el acto que celebran, deciden libre-mente concertar un contrato de 
fletamento, con sujeción al sentido y alcance de las siguientes.  
ESTIPULACIONES  
Primera.- El fletante pone a disposición del fletador durante un tiempo de ............... a 
partir de ............... en el puerto de ............... , el buque que se describe en el apartado 1 
anterior y éste declara recibirlo a su entera satisfacción en el estado en el que se 
encuentra, perfectamente hábil y equipado para navegar y transportar la carga de 
mercancías que el fletador se propone.  
Segunda.- El precio del fletamento se cifra en un montante de ............... a contar desde 
el día ............... de ............... de ............... según consta en la cláusula anterior. Su pago 
se efectúa median-te ............... cada ............... días y por adelantado. De no efectuarse el 
pago, el fletante tiene derecho a retirar el buque, sin menoscabo de las reclamaciones de 
daños y perjuicios si fueran probados. A este fin mediará un preaviso de ............... días, 
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con objeto de que el fletador avise a los clientes cargadores para que puedan retirar la 
carga y embarcarla en otro de semejantes condiciones hasta su destino.  
Tercera.- El fletador corre con los gastos de combustibles, puertos, practicajes, servicios 
de botes, derechos y tasas, muelles y otros, excepto los de oficiales y tripulación del 
buque, así como los impuestos de toda clase, gastos de agentes, comisiones, carga, 
trimado, pesaje, estiba, descarga, apuntado y entrega del cargamento, reconocimiento de 
escotillas, y aparejos para amarres.  
Cuarta.- El fletante abona los salarios y provisiones, seguros del buque, pertrechos de 
cubierta y máquinas para el mantenimiento en correcto estado de navegabilidad de 
casco y maquinaria durante el servicio contratado.  
Quinta.- El Capitán y la tripulación permanecerán a las órdenes del fletador, actuando 
todos ellos con la debida diligencia. Aquél, y en su caso el Jefe de máquinas, pondrán a 
disposición del fletador los Diarios de abordo. El fletador, por su parte, impartirá las 
instrucciones oportunas sobre viajes y destinos.  
Sexta.- Cualquier daño al buque o a sus pertrechos, producidos por el fletador o sus 
estibadores será comunica-do por escrito por el Capitán, de acuerdo con los Agentes del 
buque o el Sobrecargo, determinándose las causas que lo motivaron. En caso de 
negligencia de aquellos será responsable de los mismos el fletador, que también 
responde de los que se produzcan por carga de mercancías diferentes a las estipuladas, o 
por efectuarlas, estibarlas o descargarlas en forma irregular o negligente por parte de su 
personal, sin perjuicio de las responsabilidades personales que procedan por infracción 
de las normas legales y reglamentarias sobre la seguridad.  
Séptima.- El fletador podrá subarrendar el buque, participándolo al fletante, pero 
responderá en todo caso de las actuaciones del subfletador o personal a su servicio y del 
cumplimiento de este contrato. Podrá igualmente con-tratar directamente con la 
tripulación los trabajos de carga, descarga y reparaciones de averías ocasionadas por el 
cargamento de la mercancía.  
Octava.- El fletador podrá hacer pintar su nombre comercial y distintivos en el costado 
del buque, e incluir su propio pabellón, devolviéndolo luego en el estado en que lo 
recibió.  
Novena.- El contrato se extingue por el transcurso del tiempo pactado, debiendo el 
fletador devolver el buque en el puerto de ............... . Igualmente queda extinguido por 
pérdida o desaparición del buque, desde el momento mismo del siniestro si fuere 
conocido y en caso contrario desde la última noticia que se tuviere.  
Décima.- Si llegado el término del contrato no fuera devuelto el buque en la forma 
estipulada, el fletante puede ejercitar las acciones pertinentes de recuperación, previo 
requerimiento fehaciente al fletador. De hallarse de viaje al puerto de devolución, se 
calculará el retraso evaluando el gasto del flete por los días que falten hasta completar el 
viaje.  
Undécima.- Cualquier litigio , discrepancia en torno al cumplimiento e interpretación de 
este contrato, o que este directa o indirectamente relacionado con él, se someterá a 
arbitraje, con renuncia expresa de las partes al fue-ro propio que haya de 
corresponderles y en el marco de la Cámara de Comercio de ............... ,a la que se 
encomienda su gestión, administración, designación de árbitros de conformidad a su 
reglamento y estatutos. En lo que por normas imperativas no pueda ser sometido a 
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arbitraje, las parte, con renuncia al fuero propio que pueda corresponderles, se someten 
a la jurisdicción de los Tribunales de ...............  
Duodécima.- La invalidez de alguna de las estipulaciones de este contrato no afectará a 
los demás, que se consideran vigentes en virtud del principio in favor negotti. Para 
cuantas dudas no puedan ser resueltas con el presente contrato, las partes se someten 
expresamente a las condiciones generales de la Póliza Baltime vigentes en este 
momento, y subsidiariamente a la legislación del país ............... , sin perjuicio de las 
normas imperativas y de orden público que resulten de aplicación por Derecho 
Internacional Privado.  
En señal de aceptación y conformidad firman ambas partes contratantes el presente 
contrato que se extiende por triplicado y a un solo efecto en lengua ............... , en el 
lugar y fecha arriba indicados.  
Por el fletante      Por el fletador 
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Anexo X 
 
Contrato internacional de transporte marítimo. FOR\2012\620 
En ........................ a ..... de ........................ de 20 .....  
DECIMOSEPTIMA .- REUNIDOS 
De una parte: 
D ........................ mayor de edad, de estado civil ........................ vecino de 
........................ domiciliado en ........................ con documento nacional de identidad 
número ........................  
De otra: 
D ........................ mayor de edad, de estado civil ........................ vecino de 
........................ domiciliado en ........................ con documento nacional de identidad 
número ........................  
INTERVIENEN 
D ........................ en nombre y representación de ........................ en lo sucesivo "EL 
CLIENTE", en virtud de poder otorgado a su favor ante el Notario de ........................ D 
........................ en fecha ........................ con el número de protocolo ..... poder que se 
halla debidamente inscrito en el Registro Mercantil de ........................ y vigente, según 
manifiesta. 
D ........................ en nombre y representación de ........................ en lo sucesivo "EL 
TRANSITARIO", en virtud de poder otorgado a su favor ante el Notario de 
........................ D ........................ en fecha ........................ con el número de protocolo 
........................ poder que se halla debidamente inscrito en el Registro Mercantil de 
........................ y vigente, según manifiesta. 
Todas las partes, en el respectivo carácter con el que intervienen, se reconocen 
mutuamente la capacidad legal en Derecho necesaria para concertar el presente 
CONTRATO DE TRANSPORTE MARÍTIMO , y a tal efecto, libremente y de común 
acuerdo, 
 
EXPONEN 
PRIMERO .- Que EL CLIENTE es una persona jurídica de derecho privado dedicada a 
la ........................ de ........................ . 
SEGUNDO .- Que EL TRANSITARIO es una persona jurídica dedicada al transporte 
marítimo de mercancías. 
TERCERO .- Que ambas partes de común acuerdo llevan a efecto el presenten contrato 
con arreglo a las siguientes: 
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CLÁUSULAS 
CUARTA .- OBJETO EL TRANSITARIO se compromete a la prestación de servicios 
logísticos al CLIENTE en la forma establecida en las cláusulas siguientes. 
El presente contrato tendrá una duración de ..... años 
QUINTA .- OBLIGACIONES DEL CLIENTE El CLIENTE, y/o en su caso, sus 
agentes o encargados, garantizan al TRANSITARIO la exactitud de la declaración de 
las mercancías en lo que respecta a sus características, descripción, marcas, número, 
cantidad, peso y volumen. En todo caso, el CLIENTE indemnizará al TRANSITARIO 
de todas las pérdidas, daños, averías, penalidades y/o gastos en que pueda incurrir el 
TRANSITARIO como consecuencia de las inexactitudes que sobre dichos extremos se 
hubiesen realizado en la declaración. Adicionalmente, el TRANSITARIO se reserva el 
derecho a realizar, en el momento de recepción de las mercancías, las reservas que 
entienda convenientes o necesarias. 
El CLIENTE, y/o en su caso, sus agentes o encargados, serán responsables de todas las 
pérdidas, daños, averías y gastos derivados del embalaje inadecuado, defectuoso o mal 
empleado de las mercancías. El CLIENTE responderá asimismo de los daños, perjuicios 
y averías originados en los equipos de manipulación o en los medios de transporte, así 
como de los gastos que se ocasionen con motivo de un embalaje defectuoso o 
inadecuado. En este sentido, el TRANSITARIO se reserva el derecho a realizar, en el 
momento de recepción de las mercancías, las oportunas reservas respecto del embalaje 
de la mercancía. 
El CLIENTE, y/o en su caso, sus agentes o encargados, estarán obligados a informar 
previamente al TRANSITARIO acerca de la naturaleza inflamable, explosiva o 
peligrosa de las mercancías objeto de transporte, almacenaje o manipulación, así como 
de las precauciones excepcionales que, en su caso, deban adoptarse. En caso de omisión 
o insuficiente información, el CLIENTE será responsable de los daños y gastos 
producidos en las mercancías y aquellos producidos, directa o indirectamente, al 
TRANSITARIO por su embarque, almacenaje o manipulación. En este caso, el 
TRANSITARIO quedará facultado para, con anterioridad a su descarga, desembarcar, 
destruir o neutralizar las mercancías, sin que el CLIENTE ni el destinatario de la 
mercancía tengan derecho a indemnización alguna por este concepto. 
Las garantías y obligaciones del CLIENTE recogidas en los puntos anteriores se 
amplían, en el caso de envíos a EE.UU., a los requisitos de información previa y de 
documentación necesaria para la importación en aquel país que en cada momento se 
requieran por el mismo, respondiendo el CLIENTE de su exactitud y puntualidad, 
haciéndose cargo de cuantos gastos, daños y perjuicios puedan derivarse de su 
incumplimiento, sin que el TRANSITARIO sea responsable de las consecuencias 
derivadas de no haberse podido informar a la Aduana norteamericana de la naturaleza 
del envío con la antelación prescrita o de fallos en la documentación de importación. En 
caso de omisión o insuficiente información, responderá el CLIENTE de los perjuicios 
ocasionados por las mercancías, teniendo el TRANSITARIO derecho a reintegrarse de 
los gastos que por tal motivo se le causen y quedando exento de cualquier 
responsabilidad si las mercancías tuvieran que ser descargadas, destruidas o 
neutralizadas, según requieran las circunstancias y sin que haya lugar a indemnización 
al remitente y/o destinatario. 
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SEXTA .- OBLIGACIONES GENERALES DEL TRANSITARIO El TRANSITARIO 
se obliga a organizar a su propia discreción el transporte, la manipulación, el acarreo y 
el almacenaje de las mercancías que le sean confiadas, de la manera más apropiada y 
empleando la debida diligencia, salvo que reciba del CLIENTE instrucciones expresas 
respecto del modo de organizar cualquiera de los servicios mencionados. 
A los efectos de organizar los servicios descritos en el párrafo 5.1 anterior, y salvo 
instrucción en contrario del CLIENTE, el TRANSITARIO podrá seleccionar y contratar 
a terceros que actúen en su condición de transportistas, responsables de almacén, 
agentes de aduanas y otros que requiera el transporte, almacenaje, manipulación y 
entrega de mercancías, todos los cuales serán considerados agentes independientes del 
TRANSITARIO. El TRANSITARIO contratará, en la medida de lo posible, la 
prestación de dichos servicios con aquellas compañías o empresas que se sometan a los 
Convenios Internacionales en vigor. Para el caso en que ello no fuera posible, contratará 
con compañías de reconocido prestigio y solvencia. 
Las mercancías serán confiadas a tales terceros sujetas a los términos y condiciones, 
tales como limitaciones de responsabilidad por perdida, daños, gastos o retraso en la 
entrega, que se establezcan en las hojas de ruta, conocimientos de embarque y recibos 
extendidos por tales empresas, transportistas, empresas de almacén y otros. 
Las cartas de porte o conocimientos de embarque correspondientes a la ejecución 
efectiva de todo o parte del transporte, almacén u otra actividad necesaria para la 
ejecución final de la remisión de las mercancías, estarán disponibles durante su total 
vigencia. 
SEPTIMA .- LIMITACIÓN DE RESPONSABILIDAD El TRANSITARIO responderá 
frente al CLIENTE únicamente por pérdidas y daños de las mercancías que provengan 
de negligencia, falta o incumplimiento de sus obligaciones contractuales. La 
responsabilidad del TRANSITARIO por este concepto se entenderá que comienza desde 
el momento en que reciba la mercancía y hasta la efectiva entrega de la misma al 
CLIENTE, al destinatario o al representante autorizado de cualquiera de éstos, o al 
porteador que efectúe el transporte de la mercancía hasta su destino final. 
La responsabilidad directa o indirecta del TRANSITARIO por pérdidas o daños 
parciales en las mercancías, quedará limitada a las cuantías que resulten de aplicar a 
cada caso concreto los importes que se indican a continuación: 
(i) En los transportes terrestres dentro de España, se estará a la limitación de 
responsabilidad recogida en el artículo 3º del Reglamento de la Ley de Ordenación de 
los Transportes Terrestres. 
(ii) En el caso de transportes terrestres internacionales, la cantidad de 8,33 DEG por 
cada kilogramo de peso bruto de mercancía perdida o dañada. 
(iii) En el caso de transportes por mar, la cantidad de 666,67 DEG por bulto o unidad o 
a 2 DEG por cada kilogramo de peso bruto de mercancía perdida o dañada, cualquiera 
que resulte superior. 
(iv) En el caso de transportes aéreos, la cantidad de 17 DEG por cada kilogramo de peso 
bruto de mercancía perdida o dañada. 
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En todo caso, la responsabilidad acumulada del TRANSITARIO por pérdidas o daños 
parciales en las mercancías tendrá como límite el valor total de las mercancías declarado 
por el CLIENTE. 
Para el caso en que el TRANSITARIO fuera declarado responsable de los perjuicios 
ocasionados por la falta de entrega de las mercancías dentro del plazo fijado en la 
documentación relativa al transporte o por cualquier pérdida o daño indirecto distinto al 
de pérdida o daño en la mercancía, se limitará a los perjuicios que tal dilación hubiera 
causado sin que en ningún caso su responsabilidad pueda exceder de la cuantía 
correspondiente a la retribución que deba pagarse en virtud del contrato celebrado con 
el TRANSITARIO. 
Las presentes limitaciones se aplicarán a todas las reclamaciones que se dirijan contra el 
TRANSITARIO, independientemente de que la reclamación se funde en la 
responsabilidad contractual o extracontractual. 
Cuando la responsabilidad derive de hecho o actos ocurridos durante la ejecución del 
transporte, si en ella hubiera de subrogarse el TRANSITARIO, en ningún caso excederá 
de la responsabilidad que asumen frente al mismo, las compañías de ferrocarriles, de 
navegación, aéreas, de transporte por carretera, de almacenes de depósito o cualquier 
otro intermediario que intervengan en el transcurso del transporte, con arreglo a las 
reglamentaciones y convenios internacionales en vigor. 
En todo caso, el TRANSITARIO se reserva su derecho a repetir contra cualquier tercero 
responsable directo de la pérdida o daño total o parcial en las mercancías.  
Cualquier acción legal contra el TRANSITARIO y/o contra sus empleados, ya sea de 
manera conjunta o individualizada, por pérdida o daño en las mercancías, quedará sujeta 
a las limitaciones establecidas en los párrafos anteriores. 
OCTAVA .- EXONERACIÓN DE RESPONSABILIDAD El TRANSITARIO quedará 
exonerado de cualquier responsabilidad si la elección de terceros que actúen en su 
condición de transportistas, TRANSITARIOs, TRANSITARIOes de almacén, agentes 
de aduanas y otros que requiera el transporte, almacenaje, manipulación y entrega de las 
mercancías, ha tenido lugar de conformidad con las instrucciones recibidas del 
CLIENTE. También quedará exonerado de cualquier responsabilidad cuando las 
instrucciones de transporte hayan sido transmitidas a los terceros subcontratados de 
acuerdo con la orden de transporte dada por el CLIENTE. En estos casos, el 
TRANSITARIO podrá renunciar al ejercicio de sus derechos frente a dichos terceros 
cediéndolos en favor del CLIENTE. 
El TRANSITARIO no será responsable de la pérdida o daño en la mercancía, a no ser 
que dicha pérdida o daño ocurra mientras la mercancía esté bajo la custodia y control 
del TRANSITARIO. 
El TRANSITARIO no será responsable si la mercancía ha sido transportada por el 
CLIENTE o su representante. 
El TRANSITARIO no será responsable de las consecuencias que se deriven en las 
operaciones de carga o descarga que no hayan sido realizadas por él. 
El TRANSITARIO no será responsable por pérdida, daño o gastos que se deriven en 
conexión con el número, contenido, peso, marcas o descripción de la mercancía. 
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El TRANSITARIO no será responsable de cualquier pérdida o gasto en que pueda 
incurrir el CLIENTE, tales como pérdida de beneficios, pérdida de CLIENTEs, multas, 
pérdidas debidas a depreciación o cláusulas de penalización, fluctuaciones en el cambio 
de divisas, tasas o impuestos incrementados por las Autoridades, en que pueda incurrir 
el CLIENTE en relación con el transporte contratado. 
El TRANSITARIO tampoco será responsable de las pérdidas o daños que puedan sufrir 
las mercancías si concurriese alguna de las circunstancias que se detallan a 
continuación: 
(i) Culpa o negligencia del CLIENTE o de su representante autorizado. 
(ii) Embalaje, rotulado y estiba defectuosos o la ausencia de los mismos, siempre y 
cuando no haya sido el TRANSITARIO el encargado de ejecutar el embalaje, marcado 
y estiba de la mercancía. Asimismo, el TRANSITARIO no será responsable del 
embalaje de la mercancía de la cual no puede verificar el contenido. 
(iii) Guerra, rebelión, revolución, insurrección, usurpación de poder o confiscación, 
nacionalización o requisición por o bajo las ordenes de un Gobierno o de una Autoridad 
pública o local. 
(iv) Huelga, lock-outs y otros conflictos laborales que afecten al trabajo. 
(v) Daños causados por energía nuclear. 
(vi) Desastres naturales. 
(vii) Fuerza mayor. 
(viii) Robo. 
(ix) Circunstancias que el TRANSITARIO no hubiese podido evitar y cuyas 
consecuencias no pudiese prever. 
(x) Disminución en volumen o peso o de cualquier otra pérdida o daño resultante de 
vicios ocultos, naturaleza especial o vicio propio de la mercancía. 
(xi) Demás causas de exoneración establecidas en los convenios o disposiciones legales 
vigentes. 
NOVENA .- SEGUROS El TRANSITARIO no asegurará las pérdidas o daños que 
puedan ocasionarse en las mercancías durante su manipulación, almacenaje o transporte, 
salvo que el CLIENTE le instruya específicamente por escrito. En este caso, el 
TRANSITARIO procederá a contratar los oportunos seguros en nombre del CLIENTE 
actuando en calidad de agente. 
En el caso de que se haya suscrito una cobertura de seguro a petición del CLIENTE, las 
condiciones generales para el transporte se ajustarán a aquéllas de la póliza que cubra el 
transporte y/o almacenamiento. 
DECIMA .- PRECIO El precio correspondiente a los transportes y demás servicios 
contratados con el TRANSITARIO se fijará con arreglo a las tarifas vigentes en el 
momento de la contratación y dentro de los límites en ellas previstos. De no existir 
tarifas en el momento de la contratación, se aplicarán los precios usuales o de mercado 
correspondientes al lugar en que se contrate el servicio. 
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Los gastos adicionales que se produzcan como consecuencia de hechos o circunstancias 
posteriores a la fecha de contratación o, en su caso, a la fecha de emisión de expedición, 
serán de cuenta y cargo del CLIENTE, siempre que estén debidamente justificados y no 
se deba a culpa o negligencia del TRANSITARIO. 
El pago del precio, así como de cualesquiera gastos, se realizará al contado, salvo 
condiciones especiales previamente pactadas. 
DECIMAPRIMERA .- RECLAMACIONES En el momento de la entrega de las 
mercancías, los destinatarios deberán verificar las condiciones en que se encuentran las 
mismas, así como que la cantidad, número y peso de los bultos se corresponden con los 
datos consignados en la documentación referente al transporte, debiendo informar 
inmediatamente al TRANSITARIO sobre cualquier defecto o pérdida aparente en 
cualquier pieza. 
En el caso de que alguna irregularidad o pérdida no sea observada inmediatamente por 
el receptor de las mercancías, éste deberá hacer constar sus reservas por escrito dentro 
de las 48 horas siguientes a la entrega de las mercancías o en los términos y condiciones 
señalados en las cartas de porte, conocimientos de embarque etc., o en su defecto, en los 
términos y condiciones establecidos en los Convenios Internacionales que regulan la 
modalidad de transporte de que se trate. De lo contrario perderá el derecho a hacer 
cualquier reclamación contra el TRANSITARIO. 
El plazo de prescripción, o en su caso, la caducidad para iniciar alguna acción contra el 
TRANSITARIO será de 1 año a partir de la fecha de entrega de la mercancía al 
destinatario o bien en el caso de una pérdida total, desde la fecha en que hipotéticamente 
la mercancía debería haber sido entregada. Ello no obstante, la prescripción, o en su 
caso, la caducidad, de las acciones derivadas de la realización material de las distintas 
operaciones de transporte, tendrá lugar en el lapso de tiempo que señalen las cartas de 
porte, conocimientos, etc., o en su caso, los Convenios internacionales que regulen los 
diferentes medios de transporte, comenzando a correr el plazo de prescripción en 
función de lo que en tales documentos o Convenios se establezca. 
DECIMASEGUNDA .- DERECHO DE RETENCIÓN Independientemente de 
cualquier motivo, el TRANSITARIO tiene derecho en general y en particular a retener 
la mercancía transportada de CLIENTEs que no hayan abonado las cantidades que les 
sean debidas en virtud de los servicios que le encomienden. Podrá hacer valer éste 
derecho por cualquier medio que estime procedente y sea admisible con arreglo a las 
leyes. Si las mercancías se perdieran o destruyesen, el TRANSITARIO tendrá los 
mismos derechos mencionados anteriormente respecto a las indemnizaciones que sean 
satisfechas por las compañías de seguros, empresas de transporte u otros. 
DECIMATERCERA .- SUBCONTRATACIÓN El transporte de las mercancías deberá 
ser realizado por EL TRANSITARIO con los medios personales y materiales 
integrantes de su propia organización empresarial, utilizando vehículos de los que 
disponga en tal concepto. 
No obstante, cuando el transporte se lleve a cabo por EL TRANSITARIO mediante la 
colaboración de otro transportista que cuente con el personal y los vehículos adecuados 
para realizarlo, no quedará desvirtuada su condición de TRANSITARIO único frente al 
CLIENTE. 
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En todo caso, los vehículos utilizados habrán de reunir las condiciones adecuadas para 
el transporte del envío de que se trate, así como para el acceso y circulación por los 
lugares en que haya de realizarse su carga y descarga, cuando tales condiciones le 
hubiesen sido previamente comunicadas por el REMITENTE. 
DECIMACUARTA .- RESOLUCION DEL CONTRATO El Contrato podrá resolverse 
por las siguientes causas: 
1. Por voluntad de cualquiera de las Partes cuando medie incumplimiento grave de las 
obligaciones pactadas. 
2. Por acuerdo de las Partes por escrito. 
3. La extinción de la personalidad jurídica de cualquiera de las Partes o la suspensión de 
pagos, quiebra, concurso o embargo de bienes de alguna de ellas a menos que se 
garantice de cualquier forma la deuda. 
En cualquier caso, la Parte que pretenda resolver el presente Contrato alegando 
incumplimiento de la contraparte, deberá requerirle al cumplimiento de la obligación de 
forma fehaciente, otorgándole un plazo de ..... días a la Parte incumplidora para que 
pueda subsanar dicho incumplimiento. Transcurrido dicho plazo sin que los 
incumplimientos hubiesen sido subsanados, el perjudicado podrá ejercitar la 
mencionada facultad. 
En el supuesto de que los incumplimientos fueren de imposible subsanación en el plazo 
de 30 días, el perjudicado podrá ejercitar directamente la facultad opción, sin necesidad 
de remitir, previamente, el antedicho requerimiento. 
DECIMAQUINTA .- CLÁUSULA PENAL En caso de resolución del contrato por 
causa imputable a cualquiera de las Partes, la parte contraria no estará obligada a la 
devolución de las mercancias o cantidades entregadas hasta ese momento, fijándose 
además una cantidad adicional de ........................ € como indemnización que la parte 
incumplidora deberá abonar a ........................  
 
DECIMASEXTA .- GASTOS E IMPUESTOS Todos los gastos e impuestos que se 
originen como consecuencia de la formalización, cumplimiento o extinción del presente 
contrato y de las obligaciones que de él se deriven serán de cargo de ........................  
Igualmente, los gastos judiciales que se ocasionen por incumplimiento del presente 
contrato serán por cuenta de la parte incumplidora, incluidos honorarios del Procurador 
y Abogado aunque sus intervenciones no fueran preceptivas. 
DECIMOSEPTIMA .- Para cuantas cuestiones o divergencias pudieran suscitarse en 
relación con el presente contrato, ambas partes establecen someterse a los Juzgados y 
Tribunales de ........................ renunciando expresamente a su fuero propio si lo tuvieran 
En el caso de que la parte o partes que hubieran resultado condenadas en el fallo de la 
sentencia no cumplieran voluntariamente con el fallo de la sentencia en el plazo de ..... 
días, deberán abonar a quien le hubiera vencido en el pleito la cantidad de 
........................ euros ( ........................ €), sin perjuicio de la indemnización por daños y 
perjuicios que pudiera corresponderles. 
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El presente contrato tiene carácter mercantil y se regirá por sus propias cláusulas, y en 
lo en ellas no dispuesto, por la ley de ........................  
DECIMAOCTAVA .- NOTIFICACIONES Toda notificación que se efectúe entre las 
partes se hará por escrito y será entregada personalmente o de cualquier otra forma que 
certifique la recepción por la parte notificada en los respectivos domicilios indicados en 
el encabezamiento de este Contrato. 
Cualquier cambio de domicilio de una de las partes deberá ser notificado a la otra de 
forma inmediata y por un medio que garantice la recepción del mensaje. 
DECIMANOVENA .- GENERALIDADES El presente contrato anula y reemplaza 
cualquier contrato o acuerdo anterior entre las partes con el mismo objeto y sólo podrá 
ser modificado por un nuevo acuerdo firmado por ambas partes. 
Si alguna de las cláusulas del presente contrato fuere declarada nula o inaplicable, dicha 
cláusula se considerará excluida del contrato, sin que implique la nulidad del mismo. En 
este caso las partes harán cuanto esté a su alcance para encontrar una solución 
equivalente que sea válida y que refleje debidamente sus intenciones. 
Los encabezamientos de las distintas cláusulas lo son sólo a efectos informativos, y no 
afectarán, calificarán o ampliarán la interpretación de este Contrato. 
 
Y en prueba de conformidad y aceptación de cuanto antecede, ambas partes firman los 
..... folios del presente CONTRATO INTERNACIONAL DE TRANSPORTE 
MARÍTIMO, extendido por duplicado y a un solo efecto, en la ciudad y fecha 
mencionados en el encabezamiento. 
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Anexo XII 
 
 
En ..............., a ............... de ............... , de ...............  
REUNIDOS  
De una parte, La Compañía de Seguros ............... con domicilio en ............... , calle 
............... , nº ............... . Constituida regularmente con arreglo a las leyes de , en 
documento público otorgado ante el fedatario D. ............... , e inscrita en el Registro 
mercantil con el número ............... . Actúa en su calidad de ............... . Se halla 
representada por D. ............... , Consejero Delegado de la entidad, según poderes 
recogidos en escritura pública otorgada ante D. ............... convenientemente registrados 
en ............... al ............... , con NIF ............... . En adelante el asegurador.  
Y de otra D. ............... , con domicilio en ............... calle ............... nº ............... 
representada por don ............... . En su calidad de ............... , con D.N.I o NIF en su caso 
............... . En adelante asegurado.  
MANIFIESTAN  
1.- El asegurado ostenta la propiedad de un buque de nombre ..............., bajo bandera 
............... clasificado como ............... y de ............... toneladas de Registro, con 
............... caballos de potencia, capaz de transportar ............... toneladas de peso muerto, 
con ............... pies cúbicos de capacidad y ............... y navegar a plena carga a la 
velocidad de ............... nudos con un buen tiempo y mar llana, siendo su consumo de 
............... toneladas de combustible líquido.  
2.- Fue construido su casco por ............... en fecha ............... con maquinaria marca 
............... . Se encuentra inscrito en el Registro de buques al Tomo ..............., folio 
..............., número ..............., y se halla libre de cargas y gravámenes, no estando sujeto 
a embargo o retención judicial. Se encuentra asegurado en la Compañía ............... con 
póliza número ............... de fecha ..............., que habrá de mantenerse vigente o 
sustituida por otra de las mismas características sin solución de continuidad durante 
toda la vigencia de este contrato.  
3.- El asegurado necesita en el curso de sus operaciones comerciales de transporte por el 
buque de las características indicadas, garantizar el riesgo derivado de la navegación y 
las responsabilidades que de él se derivan en el transporte de mercancías. En 
consecuencia, reconociéndose ambas partes capacidad bastante para el acto que 
celebran, deciden libremente concertar un contrato de seguro marítimo de transporte de 
mercancías sobre el buque descrito, con sujeción al sentido y alcance de las siguientes.  
 
ESTIPULACIONES  
1.- Es objeto de este contrato la previsión, preparación, articulación y concertación de 
unas condiciones de seguro de daños a las mercancías que transporte el buque 
anteriormente descrito, bien conjuntamente para un solo cargador, bien mediante cargas 
separadas de distintos cargadores, con excepción de aquéllos que presenten su propio 
seguro.  
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2.- El asegurador toma a su cargo los daños a mercaderías que se produzcan por riesgos 
de mar, puerto, bahía, rada, ensenada, varadero, y consistan en los siguientes accidentes: 
abandono, pérdida total, contribución a la avería común, gastos de salvamento por 
naufragio, abordaje, varada embarrancada arribadas y escalas forzosas, explosiones de 
máquinas, roturas de los elementos de dirección, y demás riesgos de mar, con excepción 
de los que figuran en la cláusula siguiente.  
3.- Igualmente quedan comprendidos los perjuicios por retrasos en el viaje y 
consiguiente entrega retardada de mercaderías que no se deban a las anteriormente 
descritas en las que ya queda incluido, o fuerza mayor ajena a cualquier de las partes en 
la contratación, incluido el cargador.  
4.- El asegurador no responde de los riesgos producidos por guerras, movimientos 
revolucionarios, motines, huelgas, embargos gubernativos, retención por orden de 
potencia extranjera, saqueo, apresamiento, represalias, cierre de puertos, ni de las 
consecuencias que de estos riesgos se derivan. Tampoco responde de los daños 
producidos por dolo o negligencia grave del asegurado, cargadores y consignatarios o 
mandatarios en tierra, por contrabando, comercio clandestino o prohibido y violaciones 
de bloqueo.  
5.- El seguro permanecerá en vigor dentro de los límites de navegación del buque que 
serán ............... (muy importante para este tipo de contratos según se dice en la 
presentación), comenzando la cobertura a partir del día ............... de ............... de 
............... y tendrá una duración de ..............., salvo que al término del plazo el buque se 
encontrara navegando, en cuyo caso se prorrogará hasta el tiempo de arribada a puerto, 
anclaje, amarraje, y todas las incidencias hasta su completa paralización y descarga, 
percibiendo la prima estipulada en proporción a los días que se gasten en la terminación 
de las operaciones. Igualmente se prorrogará, transcurrido el plazo pactado, por la tácita 
anualmente, salvo que medie plazo de preaviso con un mes de antelación a la expiración 
de la prórroga que este corriendo en este momento.  
6.- La prima estipulada se compone de una cantidad fija mensual, a cuenta de las 
operaciones de seguro de cada cargamento por separado, que se cifra en el ............... % 
de la media de las efectuadas en el año anterior y otra que depende de la valoración de 
los cargamentos singularizados, en los términos que se especifican en el aparta-do 
siguiente. Si fuere variado en tránsito el curso de las mercancías se abonará la prima 
suplementaria a contar desde el punto de desvío.  
7.- las mercancías a transportar que se aseguran serán objeto de una declaración por 
parte del asegurado, con base a los datos aportados por el cargador, con motivo de cada 
operación de transporte que realice, a cuyo fin se proveerá a la oportuna valoración por 
las partes contratantes del seguro, partiendo del precio de venta en factura y en otro 
caso, el precio medio que tuviere en el mercado del punto de embarque. Al propio 
tiempo y en función de su valor y de los riesgos que se corran, se determinará la prima 
del seguro por el transporte de las mercancías, que figurara por separado junto con cada 
declaración y se abonaran en su conjunto semestralmente, deducido el ............... % hasta 
entonces abonado.  
8.- El contrato será resuelto y las cantidades abonadas quedaran a favor del asegurador 
si mediase valoración inexacta o del cargador en la declaración de las mercancías, 
particularmente en la mención de aquellas peligrosas que exigen ciertas medidas de 
seguridad en su transporte. Igualmente se resolverá por falta de aviso al asegurador de la 
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existencia de cargas, embargos y otras contingencias que determinan un retraso del viaje 
y consiguiente abono de daños por entrega retardada de las mercaderías.  
9.- Son también causa de resolución, la transmisión del buque a otro naviero sin 
comunicación anticipada al asegurador, y aun comunicándoselo, éste podrá o no 
continuar el seguro, como también el incumplimiento por cual-quiera de las partes a las 
condiciones establecidas en este contrato, todo ello con pérdida de las primas hasta 
entonces abonadas.  
10.- El contrato quedará extinguido por el transcurso del plazo de vigencia o las 
prórrogas, en su caso, si media-re preaviso, y en caso de siniestro del buque que 
ocasiones su pérdida total o parcial, con devolución de las primas a cuenta que 
correspondan a partir de ese momento y las que correspondan en concreto al 
cargamento, si no se hallaran comprendidas en la indemnización propia del seguro del 
buque.  
11.- Todos los impuestos, tasas, arbitrios, corretajes y cuantos se originen por la 
formalización, tramitación, cumplimiento y extinción de este contrato serán a cargo de 
la parte que interviniere según la ley.  
12.- Cualquier litigio, discrepancia entorno al cumplimiento e interpretación de este 
contrato, o que esté directa e indirectamente relacionado con él, se someterá a arbitraje, 
con renuncia expresa de las partes al fuero propio que haya de corresponderles y en el 
marco de la Cámara de Comercio de ..............., a la que se encomienda su gestión, 
administración, y designación de árbitros de conformidad a su reglamento y estatutos. 
En lo que por normas imperativas no pueda ser sometido a arbitraje, las parte, con 
renuncia al fuero propio que pueda corresponderles, se someten a la jurisdicción de los 
Tribunales de ...............  
13.- La invalidez de algunas de las estipulaciones de este contrato no afectará a los 
demás, que se consideran vigentes en virtud del principio in favor negotti. Para cuantas 
dudas no puedan ser resueltas con el presente con-trato, las partes se someten 
expresamente a la legislación del país ..............., sin perjuicio de las normas imperativas 
y de orden público que resulten de aplicación por Derecho Internacional Privado. 
En señal de aceptación y conformidad firman ambas partes contratantes el presente 
contrato que se extiende por triplicado y a un solo efecto en lengua ..............., en el 
lugar y fecha arriba indicados.  
El asegurador       El asegurado 
 
 
 
 
 
 
 
